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EXP. N° 34-10. 
D.D. Dra. TEJADA SEGURA 
 
LA PRIMERA SALA PENAL LIQUIDADORA de la Corte Superior de 

Justicia de Lima, integrada por los señores Jueces Superiores: INES TELLO 

DE ÑECCO (Presidenta y Juez Superior); MARCO ANTONIO LIZARRAGA 

REBAZA (Juez Superior); y, JUANA ESTELA TEJADA SEGURA (Juez 

Superior y Directora de Debates), administrando justicia a nombre de la 

Nación, dicta la siguiente: 

 
SENTENCIA 

 
Lima, tres de febrero  
del año dos mil doce.- 
 
I.  DEL TRÁMITE DEL PROCESO. 
 

1.1. De la Instrucción 

Formulada la denuncia, por la señora Fiscal Provincial de la Tercera 

Fiscalía Provincial Especializada Anticorrupción, el señor Juez del 

Cuarto Juzgado Penal Especial, por auto de fecha treinta y uno de 

mayo del dos mil diez, de conformidad con lo solicitado por la 

representante del Ministerio Público, ORDENÓ ABRIR 

INSTRUCCIÓN en vía Ordinaria contra: GILBERT ANTONY 

BARAZORDA HERRERA, EDUARDO ESTEBAN ARIE MORALES, 

JUAN CARLOS JORGE PASTOR  VALENCIA y JAVIER HIPÓLITO 

YUCRA RODRÍGUEZ como presuntos autores, y contra HERMÁN 

CÉSAR MORÁN URQUIZO, JOSÉ ALBERTO CCOYLLO SÁNCHEZ  

y ROSA GABY MARTÍNEZ MATA, como presuntos cómplices 
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primarios, del delito Contra la Administración Pública- Peculado- en 

agravio del Estado- Escuela de Aviación Civil de la Fuerza Aérea del 

Perú; y contra JOSÉ ALBERTO CCOYLLO SÁNCHEZ, ROSA GABY 

MARTÍNEZ MATA  y  HERMÁN CÉSAR MORÁN URQUIZO por 

delito de Usurpación de Función Pública- Ejercer Funciones 

correspondientes a cargo diferente al que se tiene- en agravio del 

Estado- Escuela de Aviación Civil de la Fuerza Aérea del Perú ilícitos 

previstos y sancionados en el primer párrafo del Art. 387° y el primer 

párrafo del Art. 371° del Código Penal(1) 

1.2 Auto ampliatorio 
 
Vencido el plazo de instrucción, con fecha trece de octubre del año dos 

mil diez, la Cuarta Fiscalía Especializada en Delitos de Corrupción de 

Funcionarios formuló Dictamen(2) solicitando ampliación del plazo de 

instrucción por el término de treinta días, para la realización de 

                                                             

(1) Véase de folios 683 a 697 “AUTO DE APERTURA DE INSTRUCCIÓN.- Exp. 034-2010: 
“…Por tales fundamentos: ÁBRASE instrucción en la VÍA ORDINARIA contra GILBERT 
ANTONY BARAZORDA HERRERA, EDUARDO ESTEBAN ARIE MORALES, JUAN 
CARLOS JORGE PASTOR VALENCIA y JAVIER HIPÓLITO YUCRA RODRÍGUEZ, como 
presuntos autores, y contra HERMÁN CÉSAR MORÁN URQUIZO, JOSÉ ALBERTO 
CCOYLLO SÁNCHEZ y ROSA GABY MARTINEZ MATA, como presuntos cómplices primarios, 
del delito Contra la Administración Pública – Peculado – en agravio del Estado – Escuela de Aviación 
Civil de la Fuerza Aérea del Perú; y contra JOSÉ ALBERTO CCOYLLO SÁNCHEZ, ROSA GABY 
MARTÍNEZ MATA y HERMÁN CÉSAR MORÁN URQUIZO por el delito de Usurpación de 
Función Pública – Ejercer Funciones correspondientes a cargo diferente que se tiene – en agravio del 
Estado – Escuela de Aviación Civil de la Fuerza Aérea del Perú. Decretándose contra el imputado 
JAVIER HIPÓLITO YUCRA RODRÍGUEZ (…) ORDEN DE DETENCIÓN, debiendo oficiarse su 
inmediata ubicación y captura a nivel nacional e internacional, en tanto que contra los imputados 
GILBERT ANTONY BARAZORDA HERRERA, EDUARDO ESTEBAN ARIE MORALES, JUAN 
CARLOS JORGE PASTOR VALENCIA, HERMÁN CÉSAR MORÁN URQUIZO, JOSÉ 
ALBERTO CCOYLLO SÁNCHEZ y ROSA GABY MARTINEZ MATA, (…) díctese la medida de 
COMPARECENCIA con las RESTRICCIONES siguientes…”. 
(2) Véase dictamen ampliatorio de folios 1329 a 1336. 
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determinadas diligencias, ante ello, el A quo emitió el Auto ampliatorio 

de fecha quince de octubre del mismo año(3), mediante el cual amplió el 

plazo de instrucción por el término de treinta días para la realización 

de las diligencias ahí señaladas. 

1.3 Dictámenes e Informes Finales 
 
Vencido el plazo ordinario y extraordinario de la instrucción los autos 

fueron remitidos al despacho de la Cuarta Fiscalía Especializada en 

Delitos de Corrupción de Funcionarios(4) por ello la Fiscalía Provincial 

antes mencionada mediante Dictamen sin número de fecha veintisiete 

de diciembre del año dos mil diez, emitió el dictamen final(5); a su vez el 

A quo elaboró el informe final(6) pertinente, en el que se precisa la 

situación jurídica de los ahora acusados.  

 
Remisión de los actuados al Colegiado 

Con los informes finales respectivos el A quo dictó resolución el doce de 

agosto del año dos mil once(7) mediante la cual dispuso elevar los 

actuados a esta Sala Superior, por lo que mediante oficio número 

treinta del año dos mil diez, que obra en autos a folios mil ochocientos 

                                                             

(3) Véase auto ampliatorio de folios 1337 a 1338 AUTO AMPLIATORIO: “…Por devueltos los 
autos del Ministerio Público con su dictamen que antecede, de conformidad con lo opinado en el referido 
dictamen, encontrándose pendiente de actuación las diligencias sustanciales para el debido cumplimiento 
del objeto de la instrucción, esto es reunir la prueba de la realización del delito, así como establecer la 
participación de los posibles autores (…) AMPLÍESE el término de la presente instrucción por el plazo  
de SESENTA DÍAS a efectos de actuarse las siguientes diligencias…” 
(4) Véase decreto de folios 1494: “Estando al estado de la causa y habiéndose vencido el plazo de la 
ampliación VISTA FISCAL a efectos que se pronuncie en mérito a sus atribuciones…”  
(5) Véase de folios 1500 a 1508 

(6) Véase de folios 1769 a 1775 
(7) Véase folios 1800 
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uno, en cumplimiento a lo ordenado los autos fueron elevados, 

constando de cuatro tomos, conteniendo el tomo A (desde fojas uno a 

cuatrocientos cincuenta y tres), el tomo B (de fojas cuatrocientos 

cincuenta y cuatro a novecientos cuarenta y uno) el tomo C (de fojas 

novecientos cuarenta y dos a mil cuatrocientos treinta y dos) y el tomo 

D (de fojas novecientos mil cuatrocientos treinta y tres a mil 

ochocientos) se acompañó los cuadernos de embargo de Rosa Gaby 

Martínez Mata (a fojas treinta y dos), José Alberto Ccoyllo Sánchez (a 

fojas treinta y uno), Gilbert Antony Barazorda Herrera (a fojas cuarenta 

y siete) Hernán César Moran Urquizo (a fojas veintinueve), Eduardo 

Esteban Arie Morales (a fojas  treinta y seis), Javier Hipólito Yucra 

Rodríguez (a fojas  cincuenta y cinco),  y de Juan Carlos Jorge Pastor 

Valencia (a fojas cincuenta y nueve); además, tres incidentes- 034-10-A- 

Incidente de Apelación contra el Auto de apertura de instrucción que 

ordenó mandato de detención contra el procesado Javier Hipólito 

Yucra Rodríguez (a fojas quinientos treinta y siete), 034-10-B- Incidente 

de apelación interpuesto por el inculpado Hernán César Moran 

Urquizo y Eduardo Arie Morales, contra la resolución de fecha treinta y 

uno de mayo del dos mil diez, en el extremo en que se les impone el 

pago de caución (a fojas doscientos veintiocho), y 034-10-C Incidente  

de apelación interpuesto por el inculpado Juan Carlos Pastor Valencia, 

contra la resolución del treinta  y uno de mayo del dos mil diez, en el 

extremo en que se le impone el pago de caución (a fojas trescientos 

setenta y ocho). 

 
1.4 Incidentes  
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a) Cuaderno de apelación contra el auto de apertura de instrucción 

interpuesto por Javier Hipólito Yucra Rodríguez  
 
Por escrito de fecha diez de junio del año dos mil diez(8) Javier 

Hipólito Yucra Rodríguez interpuso recurso de apelación contra el 

auto de apertura de instrucción en el extremo que se le decretó 

mandato de detención, por ello el A quo mediante resolución que 

obra en autos a folios cuatrocientos noventa y dos, concedió el 

recurso de apelación y dispuso la formación del cuaderno incidental 

para que sean elevados a esta Superior Sala.  

 
A consecuencia del escrito antes mencionados se generó el cuaderno 

incidental número cero treinta y cuatro del año dos mil diez, guión 

“A”, el mismo que fue resuelto por esta Sala Superior por resolución 

del veintisiete de julio del año dos mil diez, mediante la cual se 

confirmó el extremo de la detención contra el procesado Javier 

Hipólito Yucra Rodríguez.” (9) 

 
b) Cuaderno de apelación contra el auto de apertura de instrucción 

interpuesto por Herman César Morán Urquizo y Eduardo Esteban 
Arie Morales, contra el extremo del pago de una caución ascendente 
a la suma de cinco mil nuevos soles. 
Por escritos del dieciocho de junio y cinco de julio del año dos mil 

diez(10) la defensa de los procesados Herman César Morán Urquizo y 

Eduardo Esteban Arie Morales interpusieron recursos de apelación 

                                                             

(8) Véase de folios 751 a  756 - Cuaderno Incidental N° 034-2010-A 
(9) Véase de folios 532 a 534 - Cuaderno Incidental N° 034-2010-A  
(10) Véase escritos de folios 211 a 213 – 223 a 230 - Cuaderno Incidental N° 034-2010-B  
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contra el auto de apertura de instrucción en el extremo de la caución 

decretada en su contra, generándose el cuaderno incidental número 

cero treinta y cuatro del año dos mil diez guión “B”, el mismo que 

fue resuelto por esta Sala Superior por resolución del nueve de 

diciembre del año dos mil diez, mediante la cual se reformó el 

monto de la caución impuesta y se fijó como caución la suma de mil 

nuevos soles.(11)   

 
c) Cuaderno de apelación contra el auto de apertura de instrucción 

interpuesto por Juan Carlos Jorge Pastor Valencia contra el extremo 
del pago de una caución ascendente a la suma de cinco mil nuevos 
soles 
 
Mediante escrito del doce de octubre del año dos mil diez(12) la 

defensa del procesado Juan Carlos Jorge Pastor Valencia interpuso 

recurso de apelación contra el auto de apertura de instrucción en el 

extremo de la caución decretada en su contra, generándose el 

cuaderno incidental número cero treinta y cuatro del año dos mil 

diez – “C”, el mismo que fue resuelto por esta Sala Superior por 

resolución del veinticinco de marzo del año dos mil once, mediante 

la cual reformaron la resolución materia de grado y fijaron el monto 

de la caución en la suma de mil quinientos nuevos soles.(13)  

 
d) Cuaderno de apelación contra la resolución que declara 

improcedente la variación del mandato de detención del procesado 
Javier Hipólito Yucra Rodríguez 

                                                             

(11) Véase resolución de folios  270 a 273 - Cuaderno Incidental N° 034-2010-B  
(12) Véase escrito de de folios 345 a 347 –Cuaderno Incidental N° 034-2010-C 
(13) Véase resolución de folios 373 a 374 – Cuaderno Incidental N° 034-2010-C 



 

                  PRIMERA SALA PENAL LIQUIDADORA 

                     CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA  

      EXP. N° 034-2010 

                                          

    

 - 8 - 

 
Por escrito de fecha dieciocho de mato del año dos mil diez(14) la 

defensa del encausado Javier Hipólito Yucra Rodríguez solicitó la 

variación del mandato de detención por el de comparencia 

restringida decretada en su contra en el auto de apertura de 

instrucción, por ello, el A quo mediante resolución de fecha tres de 

junio del año dos mil once, declaró improcedente el pedido del 

procesado en mención; siendo materia de recurso de apelación se 

genera el cuaderno incidental número cero treinta y cuatro del año 

dos mil diez – “D”, el mismo que fue resuelto por esta Sala Superior 

por resolución del veintidós de agosto del año dos mil once(15) 

mediante el cual se confirmó la resolución materia de grado. 

 
1.5 Parte civil 

La Procuraduría Pública Anticorrupción mediante escrito del 

veintiséis de mayo del año dos mil diez(16) se apersonó a la presente 

causa señalando domicilio procesal y además solicitó constituirse en 

Parte Civil; el A quo por resolución del treinta y uno de mayo del 

dos mil diez, obrante a folios setecientos sesenta y cinco, tuvo por 

apersonada a la citada Procuraduría, presente el domicilio legal que 

indica y de igual modo tuvo por constituido en Parte Civil a la 

Procuraduría Especializada en Delitos de Corrupción de 

Funcionarios.  

                                                             

(14) Véase escrito de folios 298 a 302 – Cuaderno Incidental N° 034-2010-D 
(15) Véase resolución de folios 376 a 379 – Cuaderno Incidental N° 034-2010-D 
(16)  Véase escrito de folios 755 a 756 
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 Recibido el expediente por esta Superior Sala, se ordenó su 

remisión al Despacho del señor Fiscal Superior y, mediante 

Dictamen de la Primera Fiscalía Superior Especializada N° 96-11-1° 

FSEDCF(17), OPINO HABER MERITO PARA PASAR A JUICIO 

ORAL, por tanto FORMULA ACUSACION contra Gilbert Antony 

Barazorda Herrera, Eduardo Esteban Arie Morales, Juan Carlos 

Jorge Pastor  Valencia y Javier Hipólito Yucra Rodríguez como 

presuntos AUTORES y contra Herman César Morán Urquizo, José 

Alberto Ccoyllo Sánchez y Rosa Gaby Martínez Mata, como 

CÓMPLICES PRIMARIOS, del delito Contra la Administración 

Pública- Peculado en agravio del Estado- Escuela de Aviación Civil 

de la Fuerza Aérea del Perú; y contra Herman César Morán 

Urquizo, José Alberto Ccoyllo Vásquez y Rosa Gaby Martínez 

Mata, como AUTORES del delito de Usurpación de Función 

Pública- Ejercer Funciones correspondientes a cargo diferente al que 

se tiene- en agravio del Estado- Escuela de Aviación Civil de la 

Fuerza Aérea del Perú. 

II.  DEL JUICIO ORAL 

2.1  Auto Superior de Enjuiciamiento. 

La Sala el diez de noviembre del dos mil once, dictó el Auto Superior 

de Enjuiciamiento(18) en el que DECLARO: HABER MERITO para 

pasar a JUICIO ORAL contra GILBERT ANTONY BARAZORDA 

                                                             

(17) Ver dictamen acusatorio de fojas 1804 a 1814 

(18)  Ver auto de enjuiciamiento de folios 1873  
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HERRERA, EDUARDO ESTEBAN ARIE MORALES, JUAN 

CARLOS JORGE PASTOR VALENCIA (reos libres) y JAVIER 

HIPÓLITO YUCRA RODRÍGUEZ (reo en cárcel) como 

presuntos autores y contra HERMÁN CÉSAR MORÁN 

URQUIZO, JOSÉ ALBERTO CCOYLLO SÁNCHEZ  y ROSA 

GABY MARTÍNEZ MATA (reos libres), como presuntos 

cómplices primarios del delito Contra la Administración Pública- 

Peculado- en agravio del Estado- Escuela de Aviación Civil de la 

Fuerza Aérea del Perú; y contra HERMAN CÉSAR MORÁN 

URQUIZO, JOSÉ ALBERTO CCOYLLO VÁSQUEZ, ROSA 

GABY MARTÍNEZ MATA (reos libres) como presuntos autores 

del delito de Usurpación de Función Pública- Ejercer Funciones 

correspondientes a cargo diferente al que se tiene-, en agravio del 

Estado -Escuela de Aviación Civil de la Fuerza Aérea del Perú-. 

 

2.2 Exposición de la Acusación Fiscal  (Art. 243° C.P.P)  

Instalada la Audiencia en la Sesión N° 01, el Representante del 

Ministerio Público resumió la acusación Fiscal en los siguientes 

términos: “, (…) este Ministerio Público cumplirá con acreditar fuera de toda duda 

razonable mediante los medios de prueba actuados en el presente juicio oral, la responsabilidad 

penal de los acusados Gilbert Antony Barazorda Herrera, Eduardo Esteban Arie Morales, Juan 

Carlos Jorge Pastor Valencia y Javier Hipólito Yucra Rodríguez como presunto autores y 

contra Herman Morán Urquizo, José Alberto Ccoyllo Sánchez y Rosa Gaby Martínez Mata 

como presuntos cómplices primarios del delito contra la Administración Pública – Peculado en 
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agravio del Estado – Escuela Aviación Civil de la Fuerza Aérea, y contra Herman César 

Morán Urquizo, José Alberto Ccoyllo Sánchez y Rosa Gaby Martínez Mata, como presuntos 

autores del delito de Usurpación de la Función Pública, ejercer funciones correspondientes a 

cargo diferente al que se tiene en agravio del Estado, por los siguientes hechos fácticos que paso 

a resumir:  Se le imputa a los acusados antes mencionados haberse apropiado de la suma de 

veinticinco mil trescientos cinco dólares americanos procedente de la recaudación 

correspondiente al curso Especialización de Instrucción en Tierra que brindó la Escuela de 

Aviación Civil – EDACI, perteneciente a la Fuerza Aérea del Perú durante los años dos  mil  

dos, dos  mil  tres  y  dos mil  cuatro, para lo cual habría  omitido depositar dicha recaudación 

en las cuentas bancarias correspondientes dentro de las veinticuatro horas conforme lo 

establece la Directiva cero sesenta y seis dos mil uno EF setenta y siete, del quince de diciembre 

del año dos mil uno, habiendo emitido recibos provisionales a los usuarios matriculados en 

dicho curso, asimismo habrían borrado el nombre de los usuarios consignados en algunas 

boletas y recibos de ingreso de caja, por lo que las boletas de venta en poder de los usuarios 

tienen nombres e importes diferentes a los archivados en el Departamento de Finanzas de la 

Unidad, conforme se aprecia en el Informe Especial cero cuatro dos mil siete – dos cero dos 

ocho seis, emitido por la Oficina de Control de la Fuerza Aérea del Perú, por estos hechos se le 

imputa a cada uno de los acusados lo siguiente: A Gilbert Barazorda Herrera, en su 

condición de Director de la Escuela EDACI en forma mancomunada con los procesados Arie 

Morales, Pastor Valencia y Yucra Rodríguez, que tenía la función de administrar los fondos 

asignados a la Unidad, conforme se aprecia de la Ordenanza FAP veinte cuarenta y siete de 

fecha cero cinco de enero de mil novecientos noventa y cinco, que establece la misión y 

estructura orgánica de la Escuela de Aviación Civil, ordenaron a los también procesados 

Morán Urquizo, Ccoyllo Sánchez y Martínez Mata, ajenos al Departamento de Finanzas, 

realizado el cobro del curso de Especialización en Tierra, para evitar que dicha recaudación 

ingrese a las cuentas de la Institución y puedan apropiarse de esta manera de la suma de los 

veinticinco mil trescientos cinco dólares americanos antes expuestos; contra Eduardo 

Esteban Arie Morales, quien en su condición de Jefe de Finanzas de dicha  Escuela desde el  

año dos mil dos hasta noviembre del dos mil tres, cuya función era administrar los fondos 

asignados en forma mancomunada con su co procesados Barazorda, Pastor y Yucra, conforme 

a la Ordenanza antes referida, ordenó también a los procesados Morán Ccoyllo y Martínez 
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Mata, ajenos como se ha mencionado el Departamento de Finanzas al realizar el cobro del 

curso de Especialización de Instrucción en Tierra y evitar que dicha recaudación ingrese a las 

cuentas de la institución, asimismo suscribió los recibos provisionales con el cual los alumnos 

pagaron el referido curso, tal como se aprecia en los recibos provisionales del Informe Especial 

también mencionado; a Juan Carlos Jorge Pastor Valencia, en su condición de Jefe de 

Finanzas desde el año dos mil dos y como Jefe de Tesorería en el año dos mil tres y dos mil 

cuatro de la Escuela de Aviación Civil de la Fuerza Aérea, también cuya función era 

administrar los fondos asignados a la Unidad en forma mancomunada con los acusados antes 

señalados, ordenaron a sus co acusados no miembros del Departamento de Finanzas, realicen el 

cobro para este curso de Especialización de Instrucción en Tierra, justamente para evitar que 

dicha recaudación ingrese a las cuentas de la Institución; asimismo suscribió los comprobantes 

de pago y boletas de pago en las cuales consta que los nombres de los usuarios habrían sido 

borrados y reemplazados por otros nombres, asimismo se consignarían en dichos documentos 

sumas distintas a la realmente emitidas que fueron borradas posteriormente, conforme se 

advierte también del Informe Especial antes mencionado, la persona de Javier [Hipólito] 

Yucra Rodríguez, en su condición de Jefe de Tesorería de la Aviación Civil, durante el año dos 

mil dos vinculados funcionalmente con el manejo de  recaudo  de  dicho  dinero, conjuntamente  

con sus co acusados Barazorda Herrera, Arie Morales y Pastor Valencia, suscribió los 

comprobantes de pago y boletas de pago en los cuales consta que los nombres de los usuarios 

habrían sido borrados y reemplazados por otros nombres, del mismo modo consignarían sumas 

distintas a las realmente giradas que fueron conforme a los documentos que se aprecian en el 

informe borradas; contra Herman Morán Urquizo, en su condición de empleado civil del área 

de Relaciones Públicas de la Escuela de Aviación Civil colaboró con sus co acusados Barazorda, 

Arie y Pastor, para que éstos se apoderen de la suma de veinticinco mil trescientos cinco 

dólares americanos, correspondientes al curso tantas veces mencionado, suscribiendo sin estar 

debidamente autorizado para tal efecto conjuntamente con sus co procesados Arie Morales, los 

recibos provisionales entregados a los alumnos como constancia de pago del mencionado curso; 

José Alberto Ccoyllo Sánchez, también del área de Relaciones Públicas de Aviación Civil de 

la Fuerza Aérea, del mismo modo colaboró con su co procesados antes mencionados para que 

estos se apoderen de la suma de veinticinco mil trescientos cinco dólares americanos, 

correspondientes a la recaudación del curso de Especialización de Instrucción en Tierra, 
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entregándose del cobro de las pensiones de dicho curso diversos recibos provisionales, suscritos 

con anterioridad por el co acusado Arie Morales, los mismos que eran proporcionados por la 

procesada Martínez Mata; finalmente respecto a esta procesada Rosa Gaby Martínez Mata, 

en su condición de empleada civil de Relaciones Públicas de Aviación Civil, colaboró con sus co 

procesados autores de la imputación materia del presente, para que éstos se apoderen de  la  

suma de veinticinco mil trescientos cinco dólares americanos, correspondiente a la recaudación 

del curso de Especialización de Instrucción en Tierra, encargándose del cobro de las pensiones 

de dicho curso, sin estar debidamente autorizada al no ser parte de sus funciones, recibiendo la 

recaudación ascendente a la suma de cuatro mil novecientos quince dólares americanos y 

entregando recibos provisionales que previamente le habían sido proporcionados por el acusado 

Arie Morales, hechos así descritos que serán acreditados mediante los medios de prueba 

solicitados por este Ministerio Público para su actuación por estos considerandos se reproduce 

la conclusión de la acusación escrita antes mencionada, imputándosele a: Gilbert Antony 

Barazorda Herrera autor del delito contra la Administración Pública, peculado en agravio 

del Estado – Escuela de Aviación Civil – Fuerza Aérea y se solicita se le imponga Ocho años 

de pena privativa de libertad y Tres años de inhabilitación; contra Eduardo Esteban 

Arie Morales, como autor del delito contra la Administración Pública, peculado en agravio 

del Estado – Escuela de Aviación Civil de la Fuerza Aérea del Perú, para el cual se solicita se 

imponga la sanción de Ocho años de pena privativa de libertad y tres años de 

inhabilitación; contra Juan Carlos Jorge Pastor Valencia, como autor del delito contra la 

Administración Pública, peculado en agravio del Estado – Escuela de Aviación Civil de la 

Fuerza Aérea para quien se solicita se le imponga la sanción de Ocho años de pena 

privativa de libertad y tres años de pena de inhabilitación; contra Jorge Hipólito 

Yucra Rodríguez, como autor del delito contra la Administración Pública, peculado en 

agravio del Estado – Escuela de Aviación Civil - Fuerza Aérea  del  Perú, para el cual se 

solicita se imponga la sanción de Ocho años de pena privativa de libertad y tres años de 

inhabilitación; contra Herman César Morán Urquizo; como cómplice primario del delito 

contra la Administración Pública, peculado y como autor del delito de usurpación de función 

pública, ejercer funciones correspondientes a cargo diferente a que se tiene en agravio del 

Estado – Escuela de Aviación Civil de la Fuerza Aérea del Perú, solicitando se le imponga la 

sanción de Seis años de pena privativa de libertad y tres años de inhabilitación; a José 
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Alberto Ccoyllo Sánchez; como cómplice primario del delito contra la Administración 

Pública, peculado y como autor del delito de usurpación de función pública, ejercer funciones 

correspondientes a cargo diferente a que se tiene en agravio del Estado – Escuela de Aviación 

Civil de la Fuerza Aérea del Perú, a quien se solicita se le imponga la sanción de Seis años de 

pena privativa de libertad y tres años de inhabilitación; finalmente a Rosa Gaby 

Martínez Mata; como cómplice primario del delito contra la Administración Pública, 

peculado y como autora del delito de usurpación de función pública, ejercer funciones 

correspondientes a cargo diferente al que se tiene en agravio del Estado – Escuela de Aviación 

Civil de la Fuerza Aérea del Perú, solicitando se le imponga la sanción de Seis años de pena 

privativa de libertad y tres años de pena de inhabilitación; asimismo se solicita el pago 

de veinticinco mil trescientos cinco dólares americanos, que deberán pagarse en forma 

solidaria a favor del Estado – Escuela de Aviación Civil, por concepto de reparación civil, 

conforme se establece en el artículo noventa y cinco del Código Penal. He concluido…” 

 
III. DE LOS PROCESADOS 
 

� GILBERT ANTONY BARAZORDA HERRERA, identificado con 

Documento Nacional de Identificación N° 43314167, de nacionalidad 

peruana, natural de Ica, nacida el 28 de noviembre de 1957, estado 

civil casado, grado de instrucción Superior, domiciliado en calle uno 

Mz. B, Lt. 11, Dpto. 01, Urbanización P Fierro- Santiago de Surco, 

cuyas demás generales de ley obran en su declaración instructiva de 

fs. 1128 a 1136; sin antecedentes penales y judiciales de fojas 1956 y 

2016, respectivamente, quien se encuentra con mandato de 

Comparecencia. 

� EDUARDO ESTEBAN ARIE MORALES, identificado con 

Documento Nacional de Identificación N° 08633465, de nacionalidad 

Peruana, Argentina y Rumana natural de Buenos Aires- Argentina, 
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nacida el 25 de octubre de 1966, estado civil casado, grado de 

instrucción Superior, domiciliado en José Antonio N° 270, Block 7, 

Dpto. 202- La Molina, cuyas demás generales de ley obran en su 

declaración instructiva de fs.1082 a 1092; sin antecedentes penales y 

judiciales de fojas 1955 y 2017, respectivamente, quien se encuentra 

con mandato de Comparecencia. 

� JUAN CARLOS JORGE PASTOR VALENCIA, identificado con 

Documento Nacional de Identificación N° 07267117, de nacionalidad 

peruana, natural de Arequipa, nacido el 15 de noviembre de 1952 

estado civil casado, grado de instrucción Superior, domiciliado en  

Pasaje Federico Villarreal  N° 183 c.h. Carlos Cueto Fernandini- Los 

Olivos, cuyas demás generales de ley obran en su declaración 

instructiva de fs. 1317 a 1326; sin antecedentes penales y judiciales 

de fojas 1954  y 2018, respectivamente, quien se encuentra con 

mandato de Comparecencia. 

� JAVIER HIPÓLITO YUCRA RODRIGUEZ, identificado con 

Documento Nacional de Identificación N° 09737334, de nacionalidad 

peruana, natural de Lima, nacida el 03 de mayo de 1970, estado civil 

casado, grado de instrucción Superior, domiciliado en Mz. D, Lt.25, 

Urb. Santo Domingo de Carabayllo, cuyas demás generales de ley 

obran en su declaración instructiva de fs. 1644 a 1654; sin 

antecedentes penales y judiciales de fojas 1958 y 2019 

respectivamente, quien se encuentra con mandato de 

Comparecencia Restringida. 
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� HERMAN CÉSAR MORÁN URQUIZO, identificado con 

Documento Nacional de Identificación N° 44366142, de nacionalidad 

peruana, natural de Arequipa, nacido el 30 de octubre de 1948. 

estado civil casado, grado de instrucción Técnica, domiciliado en Psj. 

13, Mz. C, Block Q Lt. 19, Urb. Las Laderas- La Molina, cuyas demás 

generales de ley obran en su declaración instructiva de fs. 894 a 903; 

sin antecedentes penales y judiciales de fojas 1953 y 2020, 

respectivamente, quien se encuentra con mandato de 

Comparecencia. 

� JOSÉ ALBERTO CCOYLLO SÁNCHEZ, identificado con 

Documento Nacional de Identificación N° 43503318, de nacionalidad 

peruana, natural de Lima, nacida el 30 de julio de 1975, estado civil 

casado, grado de instrucción Técnica, domiciliado Jr. Martina 

Aranguren N° 842, Santa Luzmila- Comás, cuyas demás generales 

de ley obran en su declaración instructiva de fs. 917 a 918 y 

continuada a fs. 1308 a 1316; sin antecedentes penales y judiciales de 

fojas 1952 y 2021, respectivamente, quien se encuentra con mandato 

de Comparecencia. 

� ROSA GABY MARTÍNEZ MATA, identificado con Documento 

Nacional de Identificación N° 06545531, de nacionalidad peruana, 

natural de Lima, nacida el 11 de mayo de 1955. estado civil casado, 

grado de instrucción Secundaria, domiciliado en Jorge Chávez N° 

504- Ancón o Los Álamos calle c-23, Urb. Collique- Comas, cuyas 

demás generales de ley obran en su declaración instructiva de fs. 

1128 a 1136; sin antecedentes penales y judiciales de fojas 1957 y 
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2015, respectivamente, quien se encuentra con mandato de 

Comparecencia. 

IV. DEL HECHO DELICTUOSO 

4.1 Antecedentes 

La Escuela de Aviación Civil (en adelante EDACI) es una institución 

perteneciente a la Fuerza Aérea del Perú  (FAP), siendo una de sus 

actividades brindar cursos de “Especialización de Instrucción en 

Tierra” dirigida a miembros de la Fuerza Aérea del Perú, Policía 

Nacional del Perú y personas civiles. Dichos cursos tenían un 

período de duración de tres meses, por un costo de US$ 1,400 

dólares americanos por alumno, que debían ser pagados durante la 

ejecución del mencionado curso, es así, que al término del mismo se 

entregaban certificados como Piloto Privado, Piloto Comercial y 

Despachador de Vuelo. 

Que mediante ordenanza FAP N° 20-47 del cinco de enero del año mil 

novecientos noventa y cinco(19) se estableció la estructura orgánica de la 

EDACI, dejándose establecido lo siguiente: 

5.- ESTRUCTURA ORGÁNICA 

La EDACI, es una Unidad dependiente de la Dirección de Operaciones y tiene las 

siguiente estructura orgánica: 

a.- Órgano de Dirección: 
 
  1)  Dirección 

                                                             

(19) Véase de fs. 586 
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c.- Grupo de Apoyo Personal 
 
    1) Secretaría y Mesa de Partes  
    2) Oficina de Relaciones Públicas  
 
f.- Órganos de Apoyo 

    1) Departamento de Economía y Finanzas 

      a) Sección Tesorería 

     b) Sección Contabilidad 

    c) Sección Presupuesto 

6.- TAREAS, FUNCIONES Y RESPONSABILIDADES  

     a.- De la Dirección 

1) Tarea:  

Asegurar el cumplimiento de la Misión asignada a la Escuela de Aviación 

         2) Funciones y Responsabilidades del Director 

El cargo será ocupado por un Coronel FAP de Armas, Comando y Combate, 

quien se responsabilizará ante el Director de Operaciones por el desempeño de 

las siguientes funciones: 

a) Impartir instrucciones en concordancia con las Directivas vigentes y 

políticas de la Superioridad para la formulación de los Planes y Programas. 

b) Organizar el trabajo y mantener racionalizada la estructura orgánica, 

normas y procedimientos de la Unidad. 

c) Dirigir al personal bajo su mando y administrar los recursos 

materiales de la Escuela. 
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d) Gestionar la obtención de los recursos humanos, materiales y financieros 

que sean necesarios. 

e) Administrar mancomunadamente con el Jefe de Finanzas los fondos 

asignados a la Unidad.    

g.- De la Oficina de Relaciones Públicas 

    1) Tarea 

Formular y desarrollar el programa de Relaciones Públicas de la Unidad, de acuerdo 

con las direcciones del Director de la Escuela. 

 

 

2) Funciones y Responsabilidades del Jefe 

El cargo será ocupado por un oficial FAP de Arma, por un profesional civil, quien se 

responsabiliza ante el Director por el desempeño de las siguientes funciones: 

a) Formular y proponer el Programa Anual de Relaciones Públicas de la Escuela, al 

Director para su aprobación. 

b) Desarrollar la aplicación del Programa Anual. 

c) Mantener actualizado el Directorio de Escuela las de Aviación y organismos e 

instituciones vinculadas. 

d) Encargarse del intercambio de publicaciones a nivel nacional e internacional. 

e) Asegurar que las publicaciones externas impugnadas, de carácter técnico-

pedagógico, sean puntualmente remitidas al Departamento Académico. 

f) Prestar el apoyo publicitario que requiera el Proceso de Captación de Postulantes 

a la EDACI. 

g) Velar porque las publicaciones que haga la oficina exhiban una excelente 

presentación gráfica y gramatical. 

h) Desarrollar las relaciones de información con el público externo y/o interno. 
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i) Encargarse de la organización y desarrollo de las ceremonias, observando el 

protocolo establecido. 

j) Elaborar los contenidos de las publicaciones académicas e informativas que 

disponga la Dirección procurando mantener por los menos un boletín bimestral. 

k) Las que asigne el Director. 

j.- Del Departamento de Economía y Finanzas     

La tarea del Departamento y de sus Secciones, así como las funciones y 

responsabilidades respectivas estarán de acuerdo con lo establecido en la Ordenanza 

FAP correspondiente al “Departamento de Economía y Finanzas”, vigente.      

Estando a lo dispuesto en el considerando anterior, es necesario 

remitirnos a lo dispuesto en la Ordenanza FAP N° 20-24, del veintitrés 

de febrero del año mil novecientos ochenta y ocho20, el cual establece la 

siguiente estructura orgánica. 

5.- ESTRUCTURA ORGÁNICA 

El Departamento de Economía y Finanzas es una Dependencia de la Unidad a la que 

pertenece y está orgánicamente estructurado de la siguiente manera: 

a.- Órgano de Dirección: 

     1) Jefatura 

c) Órganos de Ejecución  

    1) Sección de Tesorería 

 a) División de Caja  

                                                             

(20) Véase Ordenanza FAP N° 20-24 de fs. 525 a 528 



 

                  PRIMERA SALA PENAL LIQUIDADORA 

                     CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA  

      EXP. N° 034-2010 

                                          

    

 - 21 - 

 b) División de Registros 

  2) Sección Contabilidad  

      a) División Análisis y Rendición de Cuentas 

b) División de Registros Contables 

c) División de Integración Contable 

d) División informe de Bienes 

3) Sección presupuesto 

   a) División Formulación 

  b) División Control 

6.- TAREAS, FUNCIONES Y RESPONSABILIDADES 

      a.- De la Jefatura 

 1) Tarea 

     El logro de la Misión establecida 

 2) Funciones y responsabilidades del Jefe 

El cargo de Jefe del Departamento de Economía y Finanzas será ocupada por un Oficial 

Superior FAP de la Especialidad de Finanzas, quien se responsabilizará ante el 

Comandante/Director/Jefe de la Unidad por el desempeño de las siguientes funciones: 

a) Formular y presentar, en coordinación con la Dependencia de Planes el anteproyecto de 

Presupuesto de Ingreso y Egresos de la Unidad, clasificados por fuentes de 

financiamiento. 

b) Sustentar los proyectos de carácter económico y financiero de la unidad. 
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c) Administrar mancomunadamente con el Comandante /Director/Jefe de los 

Fondos de la Unidad. 

d) Conducir al personal bajo su mando, para la remisión oportuna de la información 

económica, financiera y contable a los órganos superiores que lo soliciten de acuerdo con 

las disposiciones vigentes. 

e) Distribuir racionalmente los recursos humanos y materiales puestos a su disposición. 

f) Coordinar con los Jefes de las diferentes Dependencias de la Unidad, para la obtención de 

los daros financieros para la formulación del presupuesto. 

g) Supervisar la ejecución del presupuesto, así como el cumplimiento de las normas 

contables y de manejo de fondos. 

h) Supervisar que los fondos disponibles de la Unidad destinados a pagos en efectivo o 

para depósitos en el Banco, se encuentren debidamente asegurados por una póliza. 

 

4.2 Circunstancias del delito 
 
Los hechos materia de la presente causa tienen como referente el 

Informe Especial N° 004-2007-2-0286 del quince de marzo del año dos 

mil siete, a pedido del Comandante General de la FAP con el oficio II-

120-SGFA-N° 0531 del 22 de julio del 200421, cuyo objetivo principal fue 

verificar la captación de ingresos provenientes por los “Cursos de 

Instructor en Tierra” y la ejecución de los gastos durante los años 2002, 

2003 y 2004. 

 
El referido Informe Especial N° 004-2007-2-0286 del quince de marzo 

del año dos mil siete,  precisó los siguientes hallazgos: i) No se ingresó 

                                                             

21 Incluido posteriormente en el Plan Anual de Control para el año 2005 como 

“Acción de Control No Programada”, ver fs. 03.  
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a la sección de Tesorería de la Unidad el importe de US$ 25,305.00 

dólares americanos cobrado con recibos provisionales por personal del 

EDACI, por cursos de “Instrucción en Tierra” dictados durante los años 

2002, 2003 y 2004; ii) Los nombres de los usuarios consignados en 

algunas boletas de venta y recibos de ingresos de caja que suman US$ 

4,821.00 correspondiente a los años 2002, 2003 y 2004 fueron borrados y 

reemplazados por otros nombres significando una presunta doble 

cobranza con el mismo documento;  iii) Algunas boletas de ventas en 

poder de los alumnos tienen nombres e importes diferentes a las copias 

respectivas que se encuentran archivadas en la unidad, por un monto 

aproximado de US$ 2,800.00; iv) Que, en las observaciones anotadas se 

encuentran involucrados en Director – Coronel FAP Gilbert Antony 

Barazorda Herrera, durante el periodo 2002 y 2003; como Jefe de 

Finanzas el Capitán FAP Eduardo Arie Morales de Julio 2002 a 

noviembre de 2003; como Jefe de Finanzas al Técnico FAP Juan Carlos 

Jorge Pastor Valencia, de febrero a agosto del año 2002, y seguidamente 

como Jefe de Tesorería en el año 2002 al Técnico de Tercera Javier 

Hipólito Yucra Rodríguez, así como en la Sección de Cuentas 

Corrientes del 2002 al 2005; en la Oficina de Relaciones Públicas al 

Técnico FAP Herman César Moran Urquizo, Sub Oficial FAP Alberto 

Ccoyllo Sánchez y la Empleada Civil Rosa Gaby Martínez Mata del 

2002 al 2004.   

 
En así que el Ministerio Público imputó a los procesados Gilbert 

Antony Barazorda Herrera, Eduardo Esteban Arie Morales, Juan 

Carlos Jorge Pastor  Valencia, Javier Hipólito Yucra Rodríguez 
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Herman César Morán Urquizo, José Alberto Ccoyllo Sánchez  y Rosa 

Gaby Martínez Mata, haberse apropiado de la suna de $ 23,035.00 

dólares americanos, procedentes de la recaudación correspondiente al 

“Curso de Especialización de Instrucción en Tierra” que brindó la 

Escuela de Aviación Civil – EDACI (perteneciente a la Fuerza Aérea del 

Perú) durante los años dos mil dos, dos mil tres y dos mil cuatro, para 

lo cual habrían omitido depositar dicha recaudación a las cuentas 

bancarias correspondientes, dentro de las veinticuatro horas, conforme 

lo establecido en la Directiva N° 066-2001-EF/77 del quince de 

diciembre del año dos mil uno, habiendo emitido recibos provisionales 

a los usuarios matriculados en dicho curso, de igual modo habrían 

borrado el nombre de los usuarios consignados en algunas boletas de 

venta y recibos de ingreso de caja, por lo que las boletas de venta en 

poder de los usuarios tiene nombres e importes diferentes a los 

archivados en el Departamento de Finanzas de la unidad. 

 
Atribuyendo también a Rosa Gaby Martínez Mata, Alberto Ccoyllo 

Sánchez y Herman César Morán Uquizo, que en su condición de 

empleados del área de Relaciones Públicas de EDACI habrían 

efectuado cobros por concepto del curso de Instrucción antes 

mencionado no obstante que dicha función no les correspondía. 

  
4.3. Hipótesis de Incriminación 

En calidad de AUTORES del delito contra la Administración Pública 
– Peculado en agravio del Estado – Escuela de Aviación Civil de la 
Fuerza Aérea del Perú: 
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GILBERT ANTONY BARAZORDA HERRERA, en su condición de 

Director de la Escuela de Aviación Civil – EDACI, en forma 

mancomunada con los acusados Arie Morales, Pastor Valencia y Yucra 

Rodríguez tenía la función de administrar los fondos asignados a la 

unidad, habiendo ordenado a los también procesados Morán Urquizo, 

Ccoyllo Sánchez y Martínez Mata –ajenos al Departamento de 

Finanzas- realizar el cobro del rubro “Curso de Especialización de 

Instrucción en Tierra”, para evitar que dicha recaudación ingrese a las 

cuentas de la institución y puedan apropiarse de la suma de $ 25,305.00 

dólares americanos.   

 
EDUARDO ESTEBAN ARIE MORALES, en su condición de Jefe de 

Finanzas de la Escuela de Aviación Civil de la Fuerza Aérea del Perú, 

desde julio del año dos mil dos, hasta noviembre del año dos mil tres, 

su función era administrar los fondos asignados a la unidad en forma 

mancomunada con sus co procesados Barazorda Herrera, Pastor 

Valencia y Yucra Rodríguez ordenó a los también procesados Morán 

Urquizo, Ccoyllo Sánchez y Martínez Mata –ajenos al departamento de 

finanzas- realizar el cobro del rubro “Curso de Especialización de 

Instrucción en Tierra” para evitar que dicha recaudación ingrese a las 

cuentas de la institución y puedan apropiarse de la suma de $ 25,305.00 

dólares americanos; asimismo, suscribió los recibos provisionales con el 

cual los alumnos pagaron el referido curso. 

  
JUAN CARLOS JORGE PASTOR  VALENCIA, en su condición de 

Jefe de Finanzas en el año dos mil dos y como Jefe de Tesorería en los 
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años dos mil tres y dos mil cuatro, de la Escuela de Aviación Civil de la 

Fuerza Aérea del Perú, cuya función era administrar los fondos 

asignados a la unidad en forma mancomunada habría con sus co 

procesados Barazorda Herrera, Arie Morales y Yucra Rodríguez, 

permitido que los otros co procesados Morán Urquizo, Ccoyllo Sánchez 

y Martínez Mata –ajenos al departamento de finanzas- realicen el cobro 

del “Curso de Especialización de Instrucción en Tierra”, evitando que 

dicha recaudación ingrese a las cuentas de la institución; asimismo, 

suscribir los comprobantes de pago y boletas de pago en los cuales 

consta nombres de usuarios que habrían sido borrados y reemplazados 

por otros nombres, del mismo modo consignarían sumas distintas a las 

realmente emitidas y que fueron borradas. 

 
JAVIER HIPÓLITO YUCRA RODRÍGUEZ, en su condición de Jefe de 

Tesorería de la Escuela de Aviación Civil de la Fuerza Aérea del Perú, 

durante el año dos mil dos, vinculado funcionalmente con el manejo y 

recaudo de dinero de dicha entidad y conjuntamente con sus co 

procesados Barazorda Herrera, Arie Morales y Pastor Valencia, habría 

suscrito comprobantes de pago y boletas de pago en los cuales consta 

nombres de usuarios habrían sido borrados y reemplazados por otros 

nombres, del mismo modo consignarían sumas distintas a las 

realmente giradas y que fueron borradas. 

En calidad de CÓMPLICES PRIMARIOS del delito contra la 

Administración Pública – Peculado en agravio del Estado – Escuela 

de Aviación Civil de la Fuerza Aérea del Perú; y, AUTORES del 
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delito contra la Administración Pública en la modalidad de 

Usurpación de Función Pública – ejercer funciones correspondientes 

a cargo diferente al que se  tiene-, a: 

 
HERMÁN CÉSAR MORÁN URQUIZO, en su condición de empleado 

del Aérea de Relación Públicas en la Escuela de Aviación Civil de la 

Fuerza Aérea del Perú habría colaborado con sus co procesados 

Barazorda Herrera, Arie Morales y Pastor Valencia para que aquellos se 

apoderen de la suma de veinticinco mil trescientos cinco dólares 

americanos correspondientes a la recaudación del “Curso de 

Especialización de Instrucción en Tierra”, suscribiéndolos, sin estar 

debidamente autorizado al no ser parte de sus funciones 

conjuntamente con su co procesado Arie Morales los recibos 

provisionales entregados a los alumnos como constancia de pago del 

referido curso.      

 
JOSÉ ALBERTO CCOYLLO SÁNCHEZ, en su condición de empleado 

del Área de Relaciones Públicas de la Escuela de Aviación Civil de la 

Fuerza Aérea del Perú habría colaborado con sus co procesados 

Barazorda Herrera, Arie Morales y Pastor Valencia, para que aquellos 

se apoderen de la suma de veinticinco mil trescientos cinco dólares 

americanos correspondientes a la recaudación del Curso de 

Especialización de Instrucción en Tierra, encargándose del cobro de las 

pensiones de dicho curso –sin estar debidamente autorizado- al no ser 

parte de sus funciones- entregado diversos recibos provisionales 
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(suscritos con anterioridad por Arie Morales) que le eran 

proporcionados por la procesada Martínez Mata.        

 
ROSA GABY MARTÍNEZ MATA, en su condición de empleada civil 

del Área de Relaciones Públicas de la Escuela de Aviación Civil de la 

Fuerza Aérea del Perú, colaboró con sus co procesados Barazorda 

Herrera, Arie Morales y Pastor Valencia, para que éstos se apoderen de 

la suma de veinticinco mil trescientos cinco dólares americanos 

correspondientes a la recaudación del Curso de Especialización de 

Instrucción en Tierra, encargándose del cobro de las pensiones de dicho 

curso –sin estar debidamente autorizada al no ser parte de sus 

funciones-, recibiendo la recaudación ascendente a la suma de cuatro 

mil novecientos quince dólares americanos y entregado recibos 

provisionales que previamente le habían sido proporcionados por el 

procesado Arie Morales. 

 
V.  POSICION DE LOS PROCESADOS RESPECTO DE LOS CARGOS 

PENALES Y SUS VERSIONES DE LOS HECHOS 

5.1 GILBERT ANTONY BARAZORDA HERRERA  
 
En la Sesión número dos de fecha catorce de diciembre del dos mil 

once, señaló que desde el primero de enero del dos mil dos hasta 

aproximadamente mediados del mes de setiembre del dos mil tres, se 

desempeñó como Director de la Escuela de Aviación Civil, siendo sus 

funciones la formación de los pilotos civiles en el Perú, encargarse de 

toda la formación teórica y práctica, responder ante la superioridad -

Fuerza Aérea- de todas las disposiciones que se puedan dar para el 
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cumplimiento de la operatividad en el área de los pilotos alumnos, 

asimismo era responsable y coordinaba ante la Dirección General de 

Aeronáutica Civil, todo el cumplimiento de la normatividad en la 

formación de los pilotos civiles, entre otras actividades menores. Con 

respecto al cobro de los cursos a los alumnos refirió que el cobro lo 

efectuaba la Jefatura de Finanzas, los padres de familia se acercaban a 

la Jefatura pagaban y se les entregaba la factura correspondiente o el 

recibo correspondiente y luego la Jefatura de Finanzas procedía de 

acuerdo a procedimientos formales que  tenia la propia Jefatura, siendo 

el responsable de la labor de cobro el Jefe del Departamento de 

Finanzas. que en este caso era el Capitán Arie, señaló que tenía 

injerencia sobre las sumas de dinero que provenían de estos cobros, 

pues era responsable mancomunadamente con Arie Morales de 

acuerdo a la norma administrativa, de igual modo indicó que hay 

fondos que son públicos, que venían directamente de la FAP para 

pagar la luz, teléfono, mantenimiento propio de la unidad, adicional la 

unidad  vivía con los recursos directamente recaudados, recaudaba 

dinero, indicó también que asumió la responsabilidad de disponer del 

dinero de la EDACI porque sino lo hacía hubiesen tenido el reclamo de 

todos los padre de familia, se hubiese paralizado la Escuela y hubieran 

cerrado la Escuela, o es más, de repente hubieran volando con aviones 

inseguros, con aviones que tenían reportajes y que se tenían que 

reparar, por ello asumió esa responsabilidad en beneficio de su unidad. 

Agregó, que informó de la situación a sus superiores, con respecto al 

cobro que realizaban Martínez Mata, Ccoyllo Sánchez y Moran 
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Urquizo, señaló que tomó conocimiento de ello pero él no dio la orden 

para que ésta cobrara (refiriéndose a la procesada Martínez Mata), y 

con respecto a los dos último indicó que desconocía al respecto.     

 
5.2 EDUARDO ESTEBAN ARIE MORALES,  
 

 En sesión de audiencia número dos de fecha catorce de diciembre del 

año dos mil once, señaló que trabajó en las Fuerza Aérea del Perú 

donde fue comando hasta el año dos mil dos, luego a raíz de un 

accidente, estuvo estudiando a tiempo completo para la especialidad de 

Finanzas y en agosto del año dos mil dos lo nombran como primera 

unidad a laborar en la Escuela de Aviación Civil, de agosto del dos mil 

dos a setiembre del dos mil tres, ocupando el cargo de Jefe del 

Departamento de Finanzas, siendo su jefe inmediato superior el 

Coronel Gilbert Barazorda Herrera, quien era el Director de la Escuela 

de Aviación Civil, refirió también que sus funciones eran la de 

administrar mancomunadamente con el Director de la Escuela los 

fondos asignados por la FAP en beneficio de la Escuela de Aviación 

Civil, y al ser preguntado por el trámite que se efectuaba para el cobro 

de los alumnos, indicó que normalmente los alumnos se apersonan al 

área de Caja, eran atendidos por el Cajero o Tesorero que era el Técnico 

Pastor, hacían el pago por el concepto a la cual van a cancelar y se le 

emitía la factura correspondiente, indicando que siempre daba 

cumplimiento a la Directiva de Tesorería que anualmente salía 

publicada y a las Normas de la Dirección de Economía con la cual 

teníamos un plazo de veinticuatro horas para depositarlas y reportarlas 
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a la Fuerza Aérea, sin embargo, en algunas circunstancias se emitieron 

recibos provisionales, pues a su llegada luego de reunirse con el 

Coronel Barazorda, tuvo como indicaciones del Director llevar el 

control y dar cumplimiento a todas las normas y así lo realizó, pero 

habían situaciones especiales, cuando llegó a la EDACI, tomó 

conocimiento de que la referida escuela se veía sumamente presionada 

porque la Dirección General de Aviación Civil exigía diariamente, 

pasar inspecciones a las aeronaves y al aeródronomo y tenían que 

reportar un sin número de necesidades que se presentaban día a día 

por la antigüedad de los equipos de los aviones y sin embargo la 

Escuela tenía compromisos que realizar, situación por la cual optó por 

firmar recibos provisionales cuando un alumno entregaba o daba una 

cantidad de dinero y esa cantidad de dinero la disponía para un 

repuesto o un accesorio para estas aeronaves, siendo en esos casos 

extraordinarios en las que firmaba un vale que se lo entregaba al 

alumno para que tenga una constancia de que había realizado un pago 

y no tenga ningún problema con sus clases, acción que era llevada a 

cuenta en un control paralelo de dichos vales, refiere también que la 

emisión de dichos vales fue disposición del Director de la Escuela, 

asimismo, indicó que solicitó autorización de sus superiores para emitir 

los mencionados recibos provisionales. Señaló también que los fondos 

que se manipulaban no eran ningún tipo de fondo público o del Estado, 

pues no era presupuesto de la Escuela, simplemente era una operación 

por una necesidad de urgencia, utilizando el dinero que los alumnos 

nos proporcionaban en ese momento o en el momento que se 
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presentaba esa situación o la emergencia, que el dinero captado nunca 

ingresó al área de Tesorería ni a la Escuela, eran captaciones que se 

realizaban al alumno fuera de la Escuela, fuera de horas de labor, un 

día sábado había una emergencia o se presentaba alguna situación con 

alguna aeronave que había que reponer, de igual manera indicó que no 

dio cuenta oportunamente de la disposición del dinero a sus 

Superiores, ya que dicha información sólo era de conocimiento de las 

autoridades de la Escuela; que su co procesada Gaby Martínez Mata era 

la que realizaba los cobros a los alumnos porque vivía a una cuadra de 

la Escuela y era quien tenía contacto directo con ellos pues hacía 

trámites académicos, siendo la única encargada de realizar dichos 

cobros en su ausencia la única persona encargada de emitir los recibos 

y/o vales provisionales, indicando que él era el encargado de custodiar 

el dinero que no ingresaba a las arcas del Estado.  

 
       5.3 JAVIER HIPÓLITO YUCRA RODRÍGUEZ 

 
En sesión de audiencia número tres de fecha veintiuno de diciembre 

del año dos mil once, señaló que trabaja en la Fuerza Aérea del Perú 

en los años dos mil dos al dos mil cuatro laboró en la Escuela de 

Aviación Civil, como Jefe de del área de Cuentas Corrientes, 

perteneciendo dicha área al Departamento de Finanzas, siendo sus 

funciones el control de pago de alumnos, siendo nombrado en dicho 

cargo por Barazorda Herrera en su condición de Director de la EDACI, 

asimismo, indicó que realizó cobros a los alumnos únicamente cuando  

el Jefe de Tesorería no se encontraba, y cuando dicha persona regresaba 
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le daba el íntegro del dinero cobrado, que su jefe directo era el capitán 

Arie Morales, en la misma sesión no reconoció como suyas las boletas 

que le pusieron a la vista, indicando que si bien es cierto que su sello 

personal aparecen en las boletas, también lo es que dicho sello paraba 

en un sellador común, percatándose que su sello había sido utilizado 

recién cuando se le apertura el proceso, que hubo reclamos de alumnos 

que alegaban que ya habían pagado y que no aparecían en su registro 

de cuenta corriente, situación por la cual lo llevaba con el Capitán Arie 

Morales - Jefe de Finanzas, quien se encargaba de solucionar su 

problema o en todo caso lo derivaba al Comando Coronel Barazorda 

Herrera, que fue este último quien le ordenó debía realizar unas cartas 

para enviarlas a los alumnos que no cancelaban por los cursos 

recibidos, firmando dichas cartas Arie Morales. Finalmente, indicó que 

los alumnos pagaban por los cursos que la EDACI les brindaba y que 

de ninguna manera eran donaciones.    

 
5.4.- JUAN CARLOS JORGE PASTOR VALENCIA 
 
En sesión de audiencia número dos de fecha catorce de diciembre del 

año dos mil once, señaló que trabajó en la Fuerza Aérea del Perú y 

desde el año dos mil dos al dos mil cuatro, laboró en la Escuela de 

Aviación Civil del Perú, ocupando el cargos de Jefe de Tesorería hasta 

el siete de febrero de ese año, indicó también que asumió dicho cargo 

porque era el técnico más antiguo del Departamento, que el Coronel 

Barazorda Herrera en su condición de Director de la Escuela le delegó 

en la Jefatura de Tesorería, detalló que la sección Tesorería era la 
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encargada de recepcionar el dinero, emitiendo un recibo de caja, y 

luego el alumno con el recibo de caja se dirigía a la sección cuentas 

corrientes, que dependía de la sección Contabilidad, y ellos le expedían 

una boleta de venta, indicó además que realizó cobros a alumnos de la 

Escuela por falta de personal en la sección Tesorería, pero que en 

ningún momento emitió recibos provisionales y que todo el dinero que 

ingresaba era depositado en las cuentas corrientes del Banco de la 

Nación de la FAP dentro de las veinticuatro horas dando cumplimiento 

de esta manera a las ordenes administrativas, reiteró además que no 

existen recibos provisionales en los que se encuentren sus sellos    

5.5.- HERMÁN CÉSAR MORAN URQUIZO 
 
En sesión de audiencia número dos de fecha catorce de diciembre del 

año dos mil once, refirió que fue miembro de la Fuerza Aérea del Perú, 

por espacio de treinta y  tres años, que durante los años dos mil dos a 

dos mil cuatro trabajó en la Escuela de Aviación Civil, específicamente 

en la oficina de Relaciones Públicas, siendo sus funciones la de brindar 

información a las personas que venían a preguntar sobre los cursos que 

se dictaba en la Escuela, refirió que realizó cobros por orden directa del 

Director de la Escuela Barazorda Herrera, siendo el trámite que el 

alumno llegaba a pagar a la escuela y éste les daba un recibo 

provisional que le proporcionaba la acusada Gaby Martínez, luego de 

realizado el cobro la orden era que le dieran el dinero a la señora Gaby 

Martínez, que tales atribuciones no estaban en su manual de funciones, 

comenzando a realizar cobros desde que recibió la orden para hacerlo, 

señaló también que no se opuso a la orden dada por su superioridad 
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porque era su Comando el que le estaba ordenando, señaló que la 

orden era darle el dinero cobrado a la señora Gaby Martínez. 

Finalmente, refirió que no firmó ningún recibo provisional porque los 

mismos ya estaban visados por el Jefe de Finanzas. 

 
5.6.- JOSÉ ALBERTO CCOYLLO SÁNCHEZ  
 
En la sesión número dos de fecha catorce de diciembre del año dos 

mil once, señaló que es Técnico de Tercera – FAP, que el año dos mil 

dos – dos mil, cuatro, se desempeñó en la EDACI, laborando en la 

oficina de Relaciones Públicas, en la cual sigue laborando, siendo sus 

funciones las de tomar fotografías de actividades tanto civiles, cívicas 

patrióticas, que su Jefe inmediato Superior era el Coronel Gilbert 

Barazorda Herrera, Director de la Escuela, respecto a los cobros de los 

cursos que se dictaban en la Escuela indicó que los realizó por 

disposición del Coronel Barazorda, siendo la orden de cobrar y darle el 

dinero a la señora Gaby Martínez, al ser preguntado por los recibos 

provisionales indicó que dichos recibos ya se encontraban firmados por 

el Capitán Arie.  

 
5.7 ROSA GABY MARTÍNEZ MATA,  
 
En la sesión número dos de fecha catorce de diciembre del año dos 

mil once, señaló que laboró en la Fuerza Aérea del Perú, 

específicamente en la Escuela de Aviación Civil, desde el año dos mil 

uno hasta el año dos mil tres, fecha en la cual sucedió los problemas 

que ahora son materia de la presente causa, habiendo comenzado en el 
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Departamento Académico, de ahí en el año mil dos, pasó a la oficina de 

Relaciones Públicas y en el dos mil tres en Relaciones Públicas, siendo 

sus funciones las de captar alumnos para la Escuela mediante 

propaganda y visitas a las escuelas (colegios), siendo su jefe inmediato 

era el Coronel Barazorda, que el hecho de cobrar por los cursos que 

dictaba la citada escuela fue por orden directa del acusado antes 

mencionado, que cuando no estaba el personal de Finanzas y los padres 

llegaban a pagar, llamaba por teléfono al acusado Barazorda indicándole que 

los padres venían a pagar de provincia, por ello dicho acusado le ordenaba a 

efectos de realizar los cobros, indicándole que debía otorgar un recibo 

provisional, que luego debía ser entregado a la oficina de Finanzas, refiriendo 

que sus co acusados Moran Urquizo y Coyllo Sánchez también realizaban 

dichos cobros y entregaban recibos provisionales cuando no se encontraba en 

la Escuela de Aviación y al llegar dichos acusados le daban el dinero cobrado, 

el mismo que posteriormente era entregado a la oficina de Finanzas; que llegó 

a un acuerdo con el Capitán de Finanzas Arie Morales para emitir recibos 

provisionales, cuando realizara los cobros, y él luego posteriormente canjeaba 

dichos recibos por sus boletas de pago en la oficina de Finanzas, menciona 

también que tales recibos no tenían numeración, estaban en blanco y de una 

matriz sacaban copias que posteriormente eran entregadas a los alumnos con 

la firma de la persona que entregaba el recibo, señaló también que núnca hizo 

nada sin orden de Barazorda Herrera o Arie Morales, finalmente señaló que 

hizo saber de su disconformidad de las ordenes a Barazorda Herrera y Arie 

Morales, sin embargo éstos le dijeron que cumpla las órdenes.  

 
VI. INFORMACION PROBATORIA EN JUICIO ORAL 
 
6.1 Han declarado en juicio oral los siguientes testigos: 
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• En la sesión número tres de fecha veintiuno de diciembre del año 

dos mil once: Daniel Urbina Ruiz y Sabad Edwin Via Rada 

Cárdenas. 

• En la sesión número cuatro del veintinueve de diciembre del mismo 

año: Mirko Flores Tacuri, César Martínez Tello, Luís Enrique 

Palomino Puchuri y los auditores Violeta Rentaría Valdelomar, 

Santos Zelaya Inga y Victor Hugo Illaman Ponca; y, 

• En la sesión número cinco del seis de enero del presente: Guido 

Castillo Pérrigo. 

 
6.2 A su vez de conformidad con lo dispuesto en el artículo 253° del 

Código de Procedimiento Penales se leyeron y sometieron a debate las 

testimoniales de:     

• Kelly Pérez Meléndez (folios 1177 a 1181) 

• Wilmer Mena Alcántara (folios 1252 a 1255) 

• Diether Conrad Espinoza Bles (folios 1422 a 1426) 

• Eduardo Rafael Rodríguez Zevallos (folios  1427 a 1432 

• Jeffte Alejandro Canales Chacón (folios 1457 a 1460)) 

 
6.3 En la etapa de la oralización se procedió al glose de la siguiente prueba 

instrumental: 

 
• Informe Especial N° 004-2007 del quince de marzo del dos mil siete 

que corre a fojas uno a fojas trece del Tomo I.  
 
• Recibos provisionales que corren a fojas cincuenta y siete a cincuenta 

y ocho, sesenta y nueve a setenta, setenta y ocho a setenta y nueve 
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ochenta y tres, ochenta y siete, noventa y cuatro, noventa y ocho, 
ciento cuatro, ciento ocho a ciento trece, ciento diecisiete a ciento 
dieciocho, ciento veintiséis a ciento veintisiete, ciento treinta y seis a 
ciento treinta y ocho, ciento cuarenta y tres, ciento cuarenta y cuatro 
a ciento cuarenta y siete a ciento cuarenta y ocho a ciento sesenta y 
tres, ciento setenta y seis a ciento setenta y siete, ciento ochenta y dos 
a ciento ochenta y tres, ciento ochenta y ocho a ciento noventa y dos, 
ciento noventa y nueve a doscientos tres, doscientos once a 
doscientos trece, doscientos diecinueve a doscientos veintidós, 
doscientos veintiocho a doscientos treinta, doscientos treinta y dos a 
doscientos treinta y cuatro, doscientos cuarenta a doscientos 
cuarenta y seis, doscientos cincuenta y uno a doscientos cincuenta y 
tres y doscientos cincuenta y siete y doscientos cincuenta y ocho que 
corren en el tomo I. 

 
• Boletas de ventas que corren a fojas doscientos noventa y tres a 

trescientos veinte del Tomo I. 
 

• Boletas de venta que corren a fojas trescientos veinticuatro (en una 
fotocopia de boleta de venta N° 006420 de fecha dieciocho de febrero 
del dos mil dos) a trescientos cincuenta y cinco (Boleta de venta N° 
007620 de fecha veinticuatro de noviembre del dos mil cuatro). 

 
• Ordenanza FAP N° 20-47 del cinco de enero del noventa y cinco , 

obrante a fojas quinientos setenta y cuatro a quinientos ochenta y 
seis del Tomo II. 

 
• 1) El Certificado de Estudios  de Emilio Poma Vera del seis de 

diciembre del dos mil cuatro de fojas cien; 2) Certificado de Estudios 
de Noe Córdova Chama de fecha nueve de diciembre del dos mil 
tres obrante a folios ciento diecinueve y 3) El Certificado de Estudios 
de Dany Tataje Salinas del doce de junio del dos mil tres, obrante a 
fojas ciento cuarenta. 

 
• Oficio N° IV035-GBH-001 del tres de noviembre del dos mil tres, 

obrante a folios tres seis siete del Tomo I. 
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• Relación de actas de recepción de fojas mil ciento cuarenta a mil 
ciento cuarenta y seis del Tomo III; Relación de actas de recepción y 
conformidad de fecha veintiséis de noviembre del dos mil tres. 

 
• Oficio estrictamente confidencial  N° 111-120-INSG N° 0784 del 

cuatro de septiembre del dos mil tres, de fojas mil ciento noventa y 
dos a mil ciento noventa y tres del Tomo III. 

 
• Resultado de la evaluación de los ingresos captados por conceptos 

de horas de vuelo y curso de piloto privado, comercial y operador 
de vuelo durante los años dos mil dos, dos mil tres, de fojas  mil 
ciento noventa y cuatro a 1198 del Tomo III. 

 
• Papeleta de tramite N° 3608-SGFA del diecisiete de setiembre del 

dos mil tres, de fojas  mil ciento noventa y nueve del Tomo III. 
 

• Memorando N° IV-35-COIN – N° 0169 Confidencial del dos de 
octubre del dos mil tres, de fojas  mil doscientos del Tomo III. 

 
• Cuatro certificados de estudios que han solicitado sean glosados, los 

mismos que corren a fojas ciento cincuenta y nueve, ciento noventa y 
cinco, doscientos treinta y cinco, doscientos cuarenta y ocho y 
doscientos cincuenta y cuatro. 

 
• Cuatro certificados de estudios que corren a fojas: sesenta y cuatro, 

ochenta y nueve, doscientos veinte cuatro y doscientos sesenta y 
nueve, que corresponden a los Certificados de estudios de Espinoza 
Bless, Macciota Ulisci, Saldarriaga Andrade y de López Aguirre. 

 
• Lectura del Informe N° 001 del Capitán FAP Eduardo Arie Morales 

al Mayor General FAP Suito de fecha dos de agosto del dos mil 
cuatro, obrante a fojas trescientos sesenta y ocho a trescientos setenta 
y uno. 

 
• Certificado de Antecedentes Judiciales del procesado Arie Morales 

obrante a folios mil doscientos cuarenta y dos. 
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• Certificado Judicial de antecedentes Penales de Eduardo Esteban 
Arie Morales, sin anotaciones, que corre a fojas mil novecientos 
cincuenta y cinco que es el, II. Certificado de Antecedentes Judiciales 
de Eduardo Esteban Arie Morales, sin anotaciones el documento 
obrante a folios  dos mil diecisiete; III. Certificado de Antecedentes 
Policiales de los acusados, sin anotaciones para Eduardo Esteban 
Arie Morales, obrante a folios dos mil doscientos setenta; IV. 
Documentación adjuntada por Gilbert Antony Barazorda Herrera, 
obrante a fojas cuatrocientos noventa y nueve a quinientos doce, 
consistente en el Memorandum de fecha primero de setiembre del 
dos mil tres, del Director de la Escuela de Aviación Civil del Perú al 
Jefe del Departamento Académico, sobre resultados de evaluación a 
los ingresos captados por concepto de cursos de Piloto Privado 
Comercial y Operador de Vuelo de los años 2002 – 2003, del Examen 
Especial efectuado por la INPSE; V. Relación de Actas de recepción y 
de conformidad, obrante a fojas mil doscientos dos a mil doscientos 
cuatro. 

 
• En la Sesión número Diez del treinta de enero último, los señores 

Peritos designados por la Sala presentaron su Informe Pericial 
Contable, en el que concluyeron: que  el monto de los recibos provisionales 
cuyos importes de efectivos no han sido ingresado a Tesorería de la unidad 
EDACI (Caja) ni tampoco depositado en la Cuenta Corriente de la institución 
(Banco). Que el monto de los ingresos indicados y determinados en base a los 
documentos que obran en autos alcanza a la suma de VEINTICUATRO MIL 
OCHOCIENTOS TREINTA DOLARES AMERICANOS CON 
VEINTINUEVE CENTAVOS DE DÓLAR”; el mismo que fue 
debidamente ratificado y sometido al contradictorio en la sesión del 
treinta y uno de enero último. 

 
• Asimismo en la Sesión número Once se hizo de conocimiento la 

Pericia Grafotecnia realizada por la División de Criminalística de la 
Policía Nacional del Perú, que concluye que los documentos que le 
fueran remitidos, materia de cuestionamiento, han sido 
ADULTERADOS en su contenido y, con relación a la procedencia de 
manuscritos no es factible realizar dicho estudio en razón éstas 
muestras cuestionadas han sido llenadas en los campos gráficos pre 
establecidos con empleo de papel a carboncillo de color azul 
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limitando su estudio, consecuentemente no es factible ser 
homologadas con las muestras de cotejo. 

 
 

VII. REQUISITORIA ORAL DEL MINISTERIO PUBLICO (Art. 273°) 
 

En la Sesión número Once del treinta y uno de enero del año en 

curso, el representante del Ministerio Público formula su Acusación 

Oral respecto de los hechos materia de juicio señalando: “(...) En el caso 

que nos ocupa, durante los debates orales, se ha acreditado de manera 

fehaciente que los acusados Gilbert Antony Barazorda Herrera, Eduardo  

Esteban  Arie Morales, durante el período comprendido en los años dos mil 

dos, dos mil tres, se coludieron para apropiarse de la suma de veinticuatro mil 

ochocientos treinta dólares americanos, procedente de la recaudación 

correspondiente al pago de pensiones por derecho de estudios efectuados por 

los alumnos del Curso de Especialización de Instrucción en Tierra, que 

brindó la Escuela de Aviación Civil EDACI, perteneciente a la Fuerza Aérea 

del Perú, donde éstos se desempeñaban respectivamente como Director y Jefe 

del Departamento de Finanzas, contando para ello con la colaboración de la 

empleada del Área de Relaciones Públicas del EDACI, Rosa Gaby Martínez 

Mata, omitiendo para ello los acusados, depositar lo recaudado por dicho 

concepto a las arcas del Estado o cuenta bancaria asignada para tal fin por el 

Estado, conforme lo estableció la Directiva N° 066-2001-F/77 del quince de 

diciembre del dos mil uno, habiendo emitido para materializar su fin ilícito, 

recibos provisionales a favor de los usuarios matriculados en dicho Curso de 

Instrucción en Tierra, siendo así, respecto al ilícito Contra la Administración 

Pública – Peculado, previsto y sancionado por el primer párrafo del artículo 
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387° del Código Penal, cometido por los acusados Gilbert Antony Barazorda 

Herrera, Eduardo Esteban Arie morales, en calidad de autores; y Rosa Gaby 

Martínez Mata en calidad de cómplice primario, se tiene lo siguiente: Que la 

configuración del delito en mención, requiere que el agente dolosamente se 

apropie o utilice en cualquier forma, para sí o para otro, caudales o efectos 

cuya percepción, administración o custodia, le estén confiados por razón de su 

cargo, que en el caso de autos, ha quedado demostrado que efectivamente los 

acusados Gilbert Antony Barazorda Herrera, en su condición de Director de 

la Escuela de Aviación Civil EDACI, y Eduardo Esteban Arie Morales, Jefe 

de Finanzas de dicha Institución en actuar conmínenle y concertados con su 

co-acusada Rosa Gaby Martínez Mata, empleada civil del Área de Relaciones 

Públicas del EDACI, llegaron a apropiarse de los fondos de dicha institución 

educativa, ascendente a la suma de veinticuatro mil ochocientos treinta punto 

veinte dólares americanos provenientes del pago de pensiones 

correspondientes a los derechos de estudios efectuados por los alumnos del 

Curso de Especialización de Instrucción en Tierra de dicha Escuela de 

Aviación durante los años dos mil dos, dos mil tres, para ello, a pesar de tener 

el nombrado Director y Jefe de Finanzas del EDACI la función 

mancomunada de administrar los fondos de la Escuela de Aviación Civil 

conforme lo dispone la Ordenanza FAP N° 20-47 de fecha cinco de enero de 

mil novecientos noventa y cinco, este último, Arie Morales, siempre bajo la 

orden y conocimiento y dirección del acusado Barazorda Herrera con la 

colaboración de su co-acusada Martínez Mata, realizaron el cobro de 

pensiones correspondientes al Curso de Especialización e Instrucción en 

Tierra dictado por EDACI durante el periodo en mención, siendo que para 
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evitar que dicha recaudación ingrese a la cuenta pública de la Institución y 

lograr finalmente apropiarse de dicha suma, estos últimos emitieron como 

parte de su proceder ilícito, recibos provisionales por el pago de  los derechos 

de estudio que previamente eran firmados y proporcionados por el acusado 

Jefe de Finanzas Arie Morales, que la acusada Martínez Mata, empleada del 

Área de Relaciones Públicas del EDACI, denotando su ilícito actuar, a pesar 

de ser ajena al Departamento de Finanzas, oficina a la cual correspondía 

realizar el cobro de las pensiones en mención, se encargó directamente de 

dicha labor entregando ilícitamente a los alumnos como comprobante de pago 

de derechos de estudios abonados al Estado, los recibos provisionales en 

mención que como se ha expuesto anteladamente le fueron proporcionados 

debidamente suscritos por su co-encausado Arie Morales, ingresos públicos 

que nunca fueron ingresados por los acusados Barazorda Herrera ni Arie 

Morales en las cuentas del Estado, no rindieron nunca éstos cuenta alguna 

fehaciente que permita determinar el destino otorgado a dicha suma de dinero 

que finalmente se apropiaron. Lo expuesto ha quedado demostrado en autos, 

con el Informe Pericial de fecha veintiocho de enero del dos mil doce, que 

concluye que el monto cobrado por el Curso de Instrucción en Tierra durante 

los años dos mil dos, dos mil tres, asciende a veinticuatro mil ochocientos 

treinta punto veintinueve dólares americanos, el cual nunca ingresó a 

Tesorería del EDACI ni a las cuentas corrientes de la misma, con el Informe 

Especial N° 004-2007-2-0286 de fecha quince de marzo del dos mil siete que 

corre a fojas uno a trece emitido por el Órgano de Control Institucional de la 

Fuerza Aérea del Perú en torno a los hechos que dieron lugar al presente 

proceso, en el cual se precisa el proceder de los acusados Barazorda Herrera, 
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Arie Morales y Martínez Mata, así como el monto de dinero del Estado 

ilícitamente apropiado por éstos, con la Ordenanza FAP N° 2047 de fecha 

cinco de enero del noventa y cinco que fue  materia del debate oral, obrante a 

folios quinientos setenta y cuatro quinientos ochenta y seis, que permite 

determinar claramente cómo cada uno de los acusados, en su desempeño 

funcional dentro de la Escuela de Aviación Civil, abusando de sus facultades, 

se alejaron de sus funciones para materializar así su accionar ilícito en 

agravio del Estado, con los recibos provisionales debidamente oralizados, 

obrantes a folios cincuenta y siete a cincuenta y ocho, sesenta y nueve a 

setenta, setenta y ocho y setenta y nueve, ochenta y tres, ciento cuatro, ciento 

ocho, ciento trece, ciento dieciséis a ciento dieciocho, ciento veintiséis, ciento 

treinta y seis a ciento treinta y ocho, ciento cuarenta y tres a ciento cuarenta 

y cuatro, ciento cuarenta y siete, ciento cuarenta y ocho, ciento sesenta y tres, 

ciento setenta y seis, ciento setenta y siete, ciento ochenta y dos, ciento 

ochenta y tres, ciento ochenta y ocho a ciento noventa y dos, ciento noventa y 

nueve a doscientos tres, doscientos once a doscientos trece, doscientos 

diecinueve a doscientos veintidós, doscientos veintisiete a doscientos treinta, 

doscientos treinta y dos, doscientos treinta y cuatro, doscientos cuarenta a 

doscientos cuarenta y seis, doscientos cincuenta y uno a doscientos cincuenta 

y tres, doscientos cincuenta y siete y doscientos cincuenta y ocho, emitido por 

los acusados: Eduardo Esteban Arie Morales, Jefe de Finanzas de la Escuela 

de Aviación Civil y Rosa Gaby Martínez Mata, que conforme lo han señalado 

en el debate oral los propios acusados en mención, tales fondos públicos nunca 

fueron ingresados por éstos a las arcas del Estado, a pesar de haber sido 

cobrados acreditando así el ilícito proceder de los acusados. Con la relación de 
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actas de recepción y conformidad de fecha veintiséis de noviembre del dos mil 

tres, obrante a fojas mil doscientos dos a mil doscientos cuatro, debidamente 

oralizadas, de las cuales se desprende que el acusado Barazorda Herrera, 

nunca precisó ni detalló el dinero recabado por el Estado, correspondiente al 

cobro de los derechos de estudios efectuados ante la EDACI por los alumnos y 

por los cuales ilícitamente, se les emitió los recibos provisionales antes 

referidos que nunca registraron los acusados como ingresos del Estado a pesar 

de constituir éstos, patrimonio público. Con los certificados de estudios 

otorgados a los alumnos: Emilio Poma Vera, Noel Córdova Chang, Tataje 

Salinas, Cinthia Alarcón Tasayco, César Martínez Tello, Alejandro Canales 

Chacón, José Antonio Bau Lavaste y Julio Ramos Caro, obrantes a fojas cien, 

ciento diecinueve, ciento cuarenta, ciento cincuenta y nueve, ciento noventa y 

cinco a doscientos treinta y cinco, doscientos cuarenta y ocho y doscientos 

cincuenta y cuatro respectivamente; debidamente expuestos en debate oral, 

que concatenados a lo expuesto en juicio, por los alumnos testigos: Palomino 

Puchuri y Martínez Tello, precisando que fue la acusada Gaby Martínez 

Mata la persona encargada de efectuar el cobro de la pensión de estudios y 

quien era quien les entregaba los referidos recibos provisionales, permite 

demostrar que efectivamente el Estado Peruano a través del EDACI brindó 

servicios educativos a éstos previo pago como contra prestación de los 

derechos de estudios que dolosamente los acusados a pesar que dichas sumas 

de dinero   constituían ingresos públicos y como tal, patrimonio del Estado, 

nunca las ingresaron a sus arcas, no precisando éstos a la fecha con 

documento fehaciente alguno, referencia respecto al destino que hubieran 

otorgado ese dinero recaudado que finalmente se apropiaron. Por todo lo 
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expresado el deponente, haciendo uso de las facultades contenidas en el inciso 

cuatro del artículo noventa y dos de la Ley Orgánica del Ministerio Público 

solicita a este digno Colegiado, se imponga al acusado  GILBERT ANTONY 

BARAZORDA HERRERA, como autor del Delito Contra la 

Administración Pública, Peculado en Agravio del Estado representado 

por la Escuela de Aviación Civil de la Fuerza Aérea del Perú, una sanción de 

ocho años de pena privativa de la libertad y como pena accesoria, tres años de 

inhabilitación  conforme lo establece el inciso uno y dos  del artículo treinta y 

seis concordante con el artículo treinta y nueve segundo párrafo del artículo 

cuatrocientos veintiséis del Código Penal. Al acusado EDUARDO 

ESTEBAN ARIE MORALES, como autor del Delito Contra la 

Administración Pública – Peculado en agravio del Estado, representado 

por la Escuela de Aviación Civil de la Fuerza Aérea del Perú, una sanción de 

ocho años de pena privativa de la libertad y como pena accesoria tres años de 

inhabilitación conforme lo establece el inciso uno y dos del artículo treinta y 

seis concordante con el artículo treinta y nueve y segundo párrafo del artículo 

cuatrocientos veintiséis del Código Penal. A la acusada ROSA GABY 

MARTÍNEZ MATA, como cómplice primario del Delito Contra la 

Administración Pública – Peculado en Agravio del Estado, representado 

por la Escuela de Aviación Civil de la Fuerza Aérea del Perú, una sanción de 

seis años de pena privativa de libertad y como pena accesoria tres años de 

inhabilitación conforme lo establece el inciso uno y dos del artículo treinta y 

seis concordante con el artículo treinta y nueve, segundo párrafo del artículo 

cuatrocientos veintiséis del Código Penal. En cuanto al extremo de la 

reparación civil: Asimismo, acorde al precedente vinculante recaído en el 
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Recurso de Nulidad número doscientos dieciséis dos mil cinco Huanuco de 

fecha catorce de abril del dos mil cinco, en el contexto de la reparación civil se 

exige entre otros, que exista proporción entre el daño ocasionado y el 

resarcimiento a otorgarse, a ese respecto, tal determinación de la suma 

compensatoria como reparación civil en virtud del desmedro ocasionado al 

Estado por el Delito de Peculado cometido por los ahora acusados, no solo 

comprende la restitución del bien ilícitamente apropiados por estos, esto  es la 

suma ascendente a los veinticuatro mil ochocientos treinta punto veintinueve 

dólares americanos, materia del delito incoado, sino además, aquella suma 

destinada a restaurar o reponer  la situación jurídica quebrantada por la 

comisión de aquel delito, obligación restitutiva que alcanza además de dicha 

suma la indemnización de daños y perjuicios conforme lo regula el inciso dos 

del artículo noventa y tres del Código Penal, y comprende el resarcimiento del 

daño moral y material que se adiciona a la restitución del bien. Que 

atendiendo que el actuar doloso disfuncional de los acusados claramente 

atenta contra el respeto y dignidad institucional de la Fuerza Aérea del Perú, 

mermando su honorabilidad ante la  sociedad,  así como el  decoro al cargo 

público que a la fecha de los hechos ejercían tales acusados, en virtud de ello, 

considerando el daño moral irrogado al Estado Peruano, tal situación amerita 

a este Ministerio, modificar el monto de la reparación civil solicitado 

en nuestra acusación fiscal recaída en autos, adicionando a esta suma 

solicitada que corresponde solo a la restitución de la suma de dinero 

ilícitamente apropiado por  los acusados, el monto correspondiente al 

daño moral irrogado al Estado. Por lo expuesto, solicitamos a la Sala, se 

condene a los acusados al pago solidario por concepto de reparación civil de la 



 

                  PRIMERA SALA PENAL LIQUIDADORA 

                     CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA  

      EXP. N° 034-2010 

                                          

    

 - 48 - 

suma ascendente a CIENTO TREINTA MIL NUEVOS SOLES, que 

incluye tanto la restitución del monto apropiado como el daño ocasionado al 

agraviado, monto que deberán hacer efectivos los acusados  de manera 

solidaria de conformidad a lo dispuesto en el artículo 95° del Código Penal. “ 

Por otro lado, sin perjuicio de lo expuesto, este Ministerio de conformidad con 

el artículo doscientos setenta y cuatro del Código de Procedimientos Penales, 

a la luz de los debates suscitados en el presente juicio oral, luego de los 

exámenes de los acusados y testigos, así como de la documentación materia de 

análisis, concluye: Respecto al ilícito Contra la Administración Pública – 

Peculado, atribuido a los procesados: JUAN CARLOS JORGE PASTOR 

VALENCIA, JAVIER HIPOLITO YUCRA RODRIGUEZ, como 

presuntos autores y contra  HERMAN CÉSAR MORÁN  URQUIZO, 

JOSE ALBERTO CCOYLLO SÁNCHEZ, como cómplices primarios, que 

si bien ha quedado demostrado del debate oral desarrollado, que el procesado 

Juan Carlos Jorge Pastor Valencia, efectivamente se desempeñó como Jefe de 

Finanzas de EDACI en el año dos mil dos y como Jefe de Tesorería de dicha 

institución en los años dos mil tres y dos mil cuatro; igualmente,  que el 

procesado Javier Hipólito Yucra Rodríguez, se desempeñó como Jefe de 

Tesorería de la Escuela de Aviación Civil de la Fuerza Aérea durante el año 

dos mil dos, asimismo, que los procesados Hermán César Morán Urquizo y 

José Alberto Ccoyllo Sánchez se desempeñaron como empleados del Área de 

Relaciones Públicas de la Escuela de Aviación Civil de la Fuerza Aérea del 

Perú, se tiene que de lo actuado así como del debate oral desarrollado, no se ha 

llegado a demostrar con prueba fehaciente alguna que los mismos 

dolosamente aprovechando y abusando del ejercicio del cargo que a la fecha de 



 

                  PRIMERA SALA PENAL LIQUIDADORA 

                     CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA  

      EXP. N° 034-2010 

                                          

    

 - 49 - 

los hechos venía desempeñando cada uno de ellos, hubiere participado y/o 

colaborado en el proceder ilícito de los acusados: Barazorda Herrera, Arie 

Morales y Martínez Mata destinado a apropiarse de  suma de dinero alguna 

del Estado, no habiéndose demostrado durante el desarrollo del juicio oral que 

estos hubieran evitado que ingrese recaudación alguna efectuada por la 

Escuela de Aviación Civil,   a las cuentas de su Institución. Que si bien en 

autos, se ha precisado la existencia de boletas de venta, que corren a fojas 

doscientos noventa y tres, trescientos veinte que sumadas registran un monto 

aparente ascendente a cuatro mil ochocientos veintiún nuevos soles, dicho 

monto a la fecha no ha sido posible confirmar toda vez que los nombres de las 

personas han sido enmendados, o borrados y reemplazados por otros nombres, 

que del mismo modo, se determinó la existencia de boletas de venta que corren 

a fojas trescientos veinticuatro a trescientos cincuenta y cinco, cuyos montos 

y nombres han sido borrados y enmendados originando que no se pueda 

establecer si los alumnos efectuaron el pago o este corresponde al uso de un 

mismo documento, para una doble cobranza que aunado al hecho que los 

comprobantes mencionados, sin bien registran los sellos y firmas de los 

procesados Juan Carlos Pastor Valencia y Javier Yucra Rodríguez 

respectivamente; estos no reconocen su firma y contenido en los mencionados 

documentos, precisando cada uno de ellos respecto a su sello, que se 

encontraba ubicado en un porta-sellos situado en la parte posterior de un 

escritorio encontrándose libremente al acceso de cualquier persona. Asimismo 

respecto al acusado Hermán César Morán Urquizo se tiene en cuanto a los 

recibos  provisionales que se le atribuye habría suscrito  supuestamente, él 

mismo que también ha negado la firma obrante en tales documentos, lo que 
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aunado que a la fecha la Pericia N° 15647/1570/2012 presentada por los 

peritos de Grafotécnia de la Dirección de Criminalística de la  Policía 

Nacional del Perú que en ésta no se ha determinada que las firmas obrantes 

en tales documentos, correspondan  a los acusados Pastor Valencia, Yucra 

Rodríguez y Morán Urquizo, menos aún se ha determinado que la alteración 

a tales manuscritos obrante en las Boletas  de Venta en mención hubieran 

sido materializados por estos, igualmente, si bien se atribuye al procesado José 

Alberto Ccoyllo Sánchez, haberse encargado del cobro de las pensiones de 

dicho curso, entregando recibos provisionales suscritos con anterioridad por 

Arie Morales y que le eran  proporcionados por la procesada Martínez Mata, 

al respecto se tiene conforme se ha demostrado en el debate oral de lo expuesto 

por la acusada Martínez Mata así como por el acusado Arie Morales, 

concordado por lo referido en juicio por el propio procesado Ccoyllo Sánchez, 

que tal proceder habría sido materializado por su persona por encargo 

efectuado, motivado por la ausencia de tales acusados, el cual no se ha 

demostrado en juicio haya sido cumplido por el procesado Ccoyllo Sánchez 

con conocimiento del proceder doloso de los acusados Barazorda Herrera, Arie 

Morales y Martínez Mata, no pudiéndose equiparar dicho proceder funcional, 

con proceder doloso alguno destinado a coadyuvar a los ahora acusados  

Barazorda Herrera, Arie Morales y Martínez Mata, en el cumplimiento de su 

fin ilícito que en perjuicio del Estado fue materializado por estos últimos 

conforme se ha expuesto anteladamente. Respecto al ilícito contra la 

Administración Pública – Usurpación de función pública atribuido a los 

procesados Hermán César Morán Urquizo, José Alberto Ccoyllo Sánchez y 

Rosa Gaby Martínez Mata, atendiendo que si bien ha quedado demostrado en 
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autos que los acusados Hermán César Morán Urquizo, José Alberto Ccoyllo 

Sánchez y Rosa Gaby Martínez Mata, a la fecha de los hechos se 

desempeñaban como empleados del área de Relaciones Públicas del EDACI y 

que el cobro de las pensiones de estudio por las cuales se les incriminó en el 

proceso, era una función inherente del área de Tesorería del Departamento de 

Finanzas del EDACI, se tiene en cuanto a la imputación recaída al respecto 

contra los procesados Hermán César Morán Urquizo y José Alberto Ccoyllo 

Sánchez conforme se ha expuesto anteladamente de los debates orales, se ha 

acreditado que el actuar de éstos se habría materializado en virtud de la 

obediencia debida derivada de una orden emanada del Jefe de Finanzas Arie 

Morales, que fue cumplida por ambos procesados bajo la creencia que la 

misma era lícita y excepcional,  motivada por la ausencia del personal de la 

FAP responsable de realizar la labor del cobro de pensiones de estudios y 

entrega de recibos o comprobantes,  desconociendo los procesados Morán y 

Ccoyllo el contexto doloso que tal orden contenía derivada del fin ilícito de los 

acusados Barazorda Herrera, Arie Morales y Martínez Mata a la fecha de los 

hechos mantuvieron frente al patrimonio del Estado, que estos recaudaban y 

administraban, no pudiéndose equiparar dicho proceder funcional de los 

procesados Morán Urquizo y Ccoyllo Sánchez con proceder doloso alguno 

destinado a ejercer funciones correspondiente a cargo diferente del que tenían 

a la fecha de los hechos con el ánimo de vulnerar el bien jurídico protegido 

correcta administración pública, respecto al proceder atribuido en este 

extremo a  la acusada Rosa Gaby Martínez Mata, habiendo determinado este 

Ministerio que el proceder funcional doloso de la misma, estuvo destinado a 

coadyuvar a los procesados Barazorda Herrera y Arie Morales para la 
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afectación del patrimonio del Estado, cuya administración de manera 

mancomunada regentaban tales acusados respecto a los fondos de la Escuela 

de Aviación Civil, y no así a usurpar función alguna distinta a aquella que en 

virtud  del cargo público que a la fecha de los hechos ejercía la acusada le 

correspondía, se tiene que durante el transcurso del juicio oral, tampoco ha 

sido factible para este Ministerio corroborar este extremo de la hipótesis 

acusatoria. Por estos fundamentos este Ministerio procede a retirar la 

acusación expuesta contra JUAN CARLOS JORGE PASTOR 

VALENCIA, JAVIER HIPÓLITO YUCRA RODRÍGUEZ –como 

presuntos autores, contra: HERNÁN CÉSAR MORÁN URQUIZO y 

JOSÉ ALBERTO CCOYLLO SÁNCHEZ como presuntos cómplices 

primarios por delito contra la Administración Pública – PECULADO , 

en agravio del Estado; contra HERNÁN CÉSAR MORÁN URQUIZO, 

JOSÉ ALBERTO CCOYLLO SÁNCHEZ y ROSA GABY MARTÍNEZ 

MATA por la presunta comisión del delito contra la Administración 

Pública- USURPACION DE FUNCIÓN PÚBLICA, en agravio del 

Estado, solicitando el SOBRESEIMIENTO de los acusados en cuanto a 

estos extremos se refiere”. 

 
La Sala en la Sesión número Once por resolución del primero de 

febrero del año en curso, tuvo por RETIRADA LA ACUSACIÓN 

FISCAL formulada contra los procesados Javier Hipólito Yucra 

Rodríguez y Juan Carlos Jorge Pastor Valencia como Autores; y, 

contra Herman César Morán Urquizo y José Alberto Ccoyllo 

Sánchez como Cómplices Primarios del delito contra la 

Administración Pública –Peculado- en agravio del Estado –Escuela de 
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Aviación Civil de la Fuerza Aérea del Perú-; y contra Herman César 

Morán Urquizo y José Alberto Ccoyllo Sánchez como autores del 

delito contra la Administración Pública -Usurpación de Función 

Pública –Ejercer funciones correspondientes a cargo diferentes al que 

se tiene- en agravio del Estado –Escuela de Aviación Civil de la 

Fuerza Aérea del Perú-. 

 
VIII.  DE LOS ALEGATOS 
 

       8.1   GILBERT ANTONY BARAZORDA HERRERA  

En sesión de audiencia número doce, del primero de febrero del año 
dos mil doce, la defensa del acusado Barazorda Herrera señaló: 
“Señorita Presidenta, señores Vocales Superiores, señor Fiscal Superior, señor 
abogado de la Parte Civil, colegas de la defensa, señores acusados. Voy a 
precisar la pretensión de la defensa técnica, señores magistrados invocando los 
principios de legalidad y presunción de inocencia, ambos con rango 
constitucional, así como el principio in dubio pro-reo previsto en el artículo dos 
ochenta y cuatro del Código de Procedimientos Penales, solicito a ustedes 
señores Jueces Superiores, absolver de la acusación fiscal a mi patrocinado 
GILBERT BARAZORDA  HERRERA, como autor del Delito Contra la 
Administración Pública en la modalidad de Peculado en Agravio del Estado, 
por dos razones fundamentales; la primera de ellas: Porque la conducta 
atribuida por el representante del Ministerio Público en contra del acusado 
BARAZORDA  HERRERA, no reúne las condiciones del tipo penal materia 
de acusación por ser totalmente atípicas y la segunda razón, por insuficiencia 
de pruebas de cargo que demuestren con grado de certeza, la responsabilidad 
penal de mi patrocinado en los hechos materia de acusación fiscal conforme lo 
voy a acreditar más adelante en forma extensa.(…) solicito a ustedes, disponer 
la anulación de las medidas coercitivas personales o reales dictadas en contra 
del acusado BARAZORDA  HERRERA  a raíz del presente proceso, por las 
siguientes consideraciones que expongo a continuación.  Voy a precisar a 
continuación el delito y la imputación fáctica atribuida al  acusado 
BARAZORDA  HERRERA  a través de la requisitoria oral. (..) el Ministerio 
Público  a través  de la requisitoria oral, formuló acusación fiscal en contra del 
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acusado BARAZORDA  HERRERA como autor del Delito Contra la 
Administración Pública en la modalidad de Peculado y Agravio del Estado; y 
cuáles son los hechos que se le atribuyen?, que el acusado BARAZORDA 
HERRERA, en condición de Director de la Escuela de Aviación Civil de la 
Fuerza Aérea, se coludió con su co-acusado ARIEL MORALES, Jefe del 
Departamento de Finanzas de dicha unidad, para apropiarse de la suma de 
VEINTICUATRO MIL OCHOCIENTOS TREINTA PUNTO 
VEINTINUEVE DOLARES AMERICANOS, provenientes los pagos que 
hacían los alumnos matriculados en la Escuela de Aviación Civil durante los 
años dos mil dos y dos mil tres; precisando, asimismo el señor Fiscal, que dicho 
dinero por el accionar de los co-acusados, nunca ingresó a las arcas del Estado.  
Ahora, me voy a referir a los presupuestos necesarios para la configuración del 
delito  materia de acusación fiscal. (..) según la narración normativa del tipo 
penal previsto en el artículo tres ochenta y siete del Código Penal vigente 
materia de acusación, para su configuración se requiere que el funcionario o 
servidor público de cualquier forma, se apropie o utilice para sí o para otro, 
caudales o efectos públicos, vale decir: Pertenecientes al Estado. Más claro aún, 
sobre lo que acabo de decir, se evidencia a través del Acuerdo Plenario número 
cuatro dos mil cinco, número ciento dieciséis de fecha treinta de setiembre del 
dos mil cinco, donde la Sala Permanente de la Corte Suprema con carácter de 
precedente vinculante, establece que en el Delito de Peculado, el bien jurídico 
protegido se desdobla en dos: El primero de ellos, que merece protección 
jurídico-penal, es garantizar el principio de la no admisibilidad  de los intereses 
patrimoniales del Estado, de la administración pública; en consecuencia, a 
través de dichas normas legales, queda claro señores magistrados que en este 
tipo de delitos, lo que se sanciona es la mala utilización o apropiamiento del 
dinero público, no de los particulares, como ha ocurrido en el presente caso. 
Hechos materia de acusación fiscal no se subsume dentro del tipo penal  
previsto en el artículo tres ochenta y siete por ser atípicos. Según la acusación 
fiscal, mi patrocinado BARAZORDA  HERRERA, junto a sus co-procesados 
son autores, según la hipótesis del Fiscal, por haberse apropiado 
supuestamente de más de VEINTICUATRO MIL DOLARES 
AMERICANOS provenientes de los pagos que efectuaban los alumnos 
matriculados en la Escuela de Aviación Civil, durante los años dos mil dos y 
dos mil tres, precisando la hipótesis de la acusación que dicho dinero repito, 
nunca ingresó a las arcas del Estado y este hecho, se corrobora a través del 
Informe Pericial de fecha treinta de enero del dos mil doce,  donde los peritos 
nombrados por ustedes, se ratificaron en su Informe Pericial, debatieron y a 
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qué conclusión se arribó en dicho Informe Pericial?.  Que, efectivamente los co-
procesados han cobrado la suma de VEINTICUATRO MIL OCHOCIENTOS 
TREINTA PUNTO VEINTINUEVE DOLARES AMERICANOS, por 
concepto de Curso de Instrucción a Tierra, dictado por la Escuela de Aviación 
Civil durante los años dos mil dos y dos mil tres, precisando los señores peritos 
acá en juicio oral, que dicho monto de dinero no ingresó a la Tesorería de la 
Escuela de Aviación Civil – Caja, ni a la cuenta corriente de la Fuerza Aérea 
del Perú – Bancos.  Señores magistrados, según el principio de legalidad 
previsto en el artículo segundo, inciso veinticuatro literal d)  de la 
Constitución Política, expresamente señala: Que nadie será procesado ni 
condenado, por acto u omisión que al tiempo de cometerse, no esté previamente 
calificado en la ley de manera expresa e inequívoca, como infracción punible.  
Este principio señores magistrados, también es recogido en el Código Penal, en 
el Título Preliminar.  La Constitución Política en el artículo ciento treinta y 
nueve, señala  que son principios y derechos de la función jurisdiccional el 
principio de inaplicabilidad por analogía de la ley penal y de las normas que 
restringen derechos.  Las Salas Penales de la Corte Suprema en forma 
coherente y uniforme, en reiteradas Ejecutorias Supremas, han señalado, han 
precisado que para que se configure el Delito de Peculado, necesariamente se 
tienen que afectar efectos y caudales públicos, así por ejemplo, en la Ejecutoria 
Suprema del veintiocho de mayo del dos mil dos recaída en el proceso de 
recurso de nulidad número quinientos cincuenta y cinco dos mil dos Arequipa, 
se señala lo siguiente: El Delito de Peculado, constituye un delito especial que 
exige al sujeto activo ser funcionario o servidor público, siendo dicha exigencia 
un aspecto del tipo objetivo, que necesariamente debe verificarse en el presente 
caso, para establecer la existencia de una conducta típica.  Además, la 
materialización consiste en la utilización de bienes pertenecientes al Estado, o 
sectores del mismo, en provecho propio o de terceros, como la mala utilización 
de éstos; contraviniendo así  el sentido funcional del dinero o caudales 
entregados por la administración o custodia a la gente; lo cual no se aprecia en 
el siguiente caso.  Asimismo, en la Ejecutoria Suprema del veintitrés de enero 
del dos mil tres, recaída en el Recurso de Nulidad número treinta y seis treinta 
dos mil uno, se señala expresamente: El bien jurídico protegido, es el normal 
desarrollo de las actividades de la Administración Pública,  con  la sanción del 
Peculado, lo que se garantiza es el principio de la no admisibilidad de los 
intereses patrimoniales de la administración pública.  Asimismo, las Salas 
Penales de la Corte Suprema a través de innumerables Ejecutorias Supremas, 
ha precisado que para determinar la comisión del Delito Contra la 
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Administración Pública en su modalidad de Peculado, se hace necesario e 
indispensable, la elaboración de una pericia contable, para determinar el 
perjuicio económico irrogado al Estado.  Así por ejemplo, en la Ejecutoria 
Suprema del ocho de marzo de mil novecientos noventa y tres en Normas 
Legales, Tomo doscientos treinta y ocho Trujillo,  mil novecientos noventa y 
seis, página J treinta y uno, se señala lo siguiente: En el Delito de Peculado, 
tratándose de bienes del estado, la pericia contable es la que precisa si existe o 
no la infracción, de igual manera en la Ejecutoria Suprema del ocho de abril 
del dos mil tres, recaída en el Recurso de Nulidad número treinta y siete 
noventa y cinco dos mil uno Arequipa, en Nelson Salazar Sánchez, Delitos 
Contra la Administración Pública, Jurisprudencia Penal Lima dos mil cuatro,  
página  doscientos doce; se señala lo siguiente: Para la configuración del Delito 
de Peculado, se hace necesario que se acredite de forma fehaciente la indebida 
utilización de los fondos o efectos estatales encomendados, lo cual debe quedar 
corroborado por una actuación pericial contable determinante, por tratarse de 
caudales del Estado.  Señores magistrados, en el presente proceso no se ha 
probado cuál es el daño económico irrogado al Estado, ni tampoco a los 
alumnos matriculados en la Escuela de Aviación Civil durante los años dos 
mil dos y dos mil tres.  Recordemos que los alumnos CESAR MARTINEZ 
TELLO, PALOMINO PUCHURI, DANIEL URBINA RUIZ, entre otros, 
durante su declaración testimonial brindada en este contradictorio, 
reconocieron haber recibido instrucción en la Escuela de Aviación Civil y que 
ese hecho les habría posibilitado obtener su licencia de piloto en la Dirección 
General de Aviación Civil.  Entonces, le pregunto yo señores magistrados: 
Dónde está el perjuicio causado al Estado?.  No existe.  Más aún, cuando a 
través del Informe Pericial ordenado por ustedes y que ha sido sometido a 
debate, no se ha acreditado tal perjuicio al Estado, lo que se ha demostrado con 
el Informe Pericial es el cobro que habrían hecho los acusados y el cobro señores 
magistrados, no se subsume dentro de los verbos rectores del tipo penal materia 
de acusación fiscal.  Los verbos rectores del Delito de Peculado son apropiación 
o utilización, no cobro; y tampoco podría encuadrarse dentro del verbo rector 
de utilización por cuanto mi cliente en forma sistemática, coherente, desde el 
ámbito administrativo, después posteriormente en el ámbito ya preliminar, 
judicial y en juicio oral, ha señalado que efectivamente, él dispuso que a su co-
acusados para que cobraran a los alumnos y ese dinero fue íntegramente 
destinado a cubrir las necesidades que presentaban día a día en la Escuela de 
Aviación Civil. Consecuentemente, señores magistrados no está acreditado, no 
está demostrado  la comisión del tipo penal materia de acusación fiscal, por ser 
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repito una conducta totalmente atípica.  Responsabilidad penal del acusado 
BARAZORDA  HERRERA, no fue demostrada ni probada por el 
representante del Ministerio Público durante el contradictorio.(…) el Fiscal 
Superior durante su requisitoria oral señaló que la responsabilidad penal del 
acusado BARAZORDA   HERRERA,  y de sus co-acusados se encontraba 
acreditada fehacientemente, por el hecho de haber cobrado a los alumnos las 
cuotas durante los años dos mil dos y dos mil tres; sin embargo, el 
representante del Ministerio Público no mencionó ninguna prueba de cargo 
que con grado de certeza pues, nos haga ver  de que efectivamente mi cliente en 
particular, se apropió de un sol.  Es más, el acusado BARAZORDA  
HERRERA, en su condición de Director de la Escuela de Aviación Civil no 
cobró un sol ni mucho menos se apropió, lo que hizo es disponer  que ese dinero 
fuera para cubrir las necesidades propias de la Escuela.  La Sala Permanente y 
Transitoria de la Corte Suprema a través del Acuerdo Plenario dos dos mil 
cinco/ciento dieciséis de fecha treinta de setiembre del dos mil cinco, estableció 
con carácter de vinculante que nadie puede ser condenado sin pruebas y que 
estas sean de cargo. En esa misma línea señores, el Tribunal Constitucional en 
la sentencia recaída en el expediente veintiocho sesenta y ocho dos mil cuatro, 
estableció lo siguiente:  Que el derecho de presunción de inocencia, garantiza 
que toda persona no sea sancionada si es que no existe prueba plena que con 
certeza, repito, que con certeza acredite su responsabilidad administrativa o 
judicial en los cargos atribuidos.  Por mandato constitucional, la inocencia se 
presume y la responsabilidad es la que se demuestra, se prueba, y ese hecho 
corresponde al representante del Ministerio Público y acá, en este juicio no se 
ha demostrado la responsabilidad penal; simplemente se pretende que se 
sancione  por haber los co-acusados cobrado un dinero a particulares.  Esa es la 
hipótesis de la acusación fiscal.  Repito, el acusado BARAZORDA  
HERRERA, desde el nivel administrativo después ya en el ámbito de la 
Fiscalía y posteriormente judicial, en forma uniforme ha venido sosteniendo en 
principio que en condición de Director de la Escuela de Aviación Civil informó 
al Comandante de Operaciones de la Fuerza Aérea del Perú el recorte 
presupuestal que había sufrido la Escuela de Aviación Civil desde el año dos 
mil dos, ese hecho dio lugar para que él en su condición de Director de la 
Escuela de Director Civil y para cumplir con la misión de esta Escuela, es que 
dispuso que el dinero que pagaban los alumnos fueran destinados a mantener 
la operatividad de las aeronaves, de las instalaciones, del propio personal que 
labora en dicha Unidad para de esta manera señores magistrados, poder 
cumplir con la misión asignada a la Escuela de Aviación Civil, y cuál es la 
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misión de la Escuela?. Formar pilotos comerciales y privados.  En autos 
señores magistrados, obra a folios mil ochocientos cuarenta a mil ochocientos 
cuarenta y seis,  la relación de acta de recepción y de conformidad a través de 
dichos documentos señores magistrados, está en forma detallada la rendición 
de cuentas a través de facturas, boletas, vouchers, tickets.  Asimismo, a folios 
mil ciento noventidós a mil ciento noventa y tres, obra el oficio estrictamente 
confidencial III ciento veinte número siete ochenta y cuatro de fecha cuatro de 
setiembre del dos mil tres.  En este documento(…) el Inspector General de la 
Fuerza Aérea del Perú informa  al Comandante General de la Fuerza Aérea del 
Perú, que el Coronel BARAZORDA  HERRERA en su condición de Director 
de la Escuela de Aviación Civil había cumplido con rendir la rendición de 
cuentas en forma detallada. Asimismo, a folios mil doscientos obra el 
memorándum confidencial V treinta y cinco COIN número ciento sesenta y 
nueve de fecha dos de octubre del dos mil tres, a través de este documento el 
Comandante de Operaciones de la Fuerza Aérea del Perú, le solicita al Coronel 
BARAZORDA  HERRERA, que presente la rendición de cuentas por los 
ingresos recibidos por la    Escuela de Aviación Civil; frente a eso el Coronel 
BARAZORDA, mediante oficio confidencial B treinta y cinco número  cero 
cero uno de fecha primero de noviembre del dos mil tres, que obra a folios mil 
doscientos tres, responde al Comandante de Operaciones y le dice: Yo ya 
cumplí con rendir las cuentas por el dinero captado por los cursos que brinda 
la Escuela de Aviación Civil y dichos documentos señores magistrados, no han 
sido tomados en cuenta ni por la Comisión Especial que elaboró el Informe cero 
cero cuatro, ni por los señores peritos, no obstante que estos documentos datan 
mucho antes de que esta comisión especial de Control Institucional de la 
Fuerza Aérea realizara su informe número cero cero cuatro; recuérdese que ese 
informe es de fecha dos mil siete y la pericia es del año dos mil dos, pero no se 
tuvo en cuenta, solamente tuvieron en cuenta los recibos provisionales para 
determinar el monto cobrado por los co-acusados.  Y porqué no se tuvieron en 
cuenta estos documentos?.  Los señores peritos, le han dado plena validez a las 
copias simples de los recibos provisionales porque según ellos, esos documentos 
nunca fueron materia de cuestionamiento, con los sujetos procesales.  Me 
pregunto yo: Estos documentos presentados por el Coronel BARAZORDA y 
algunos elaborados por la Fuerza Aérea y que obran en el expediente, fueron 
materia de cuestionamiento por el representante del  Ministerio Público, por la 
Parte Civil?. Tampoco, en consecuencia,  tienen el mismo valor probatorio que 
los recibos provisionales.  Señores magistrados, no habiendo sido capaz el 
representante del Ministerio Público probar en forma suficiente, indubitable, la 
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responsabilidad penal de mi cliente, en consecuencia, en aplicación del artículo 
dos ochenta y cuatro corresponde absolverlo de la acusación fiscal …” 
 

8.2  EDUARDO ESTEBAN ARIE MORALES 

En sesión de audiencia número doce, del primero de febrero del año 
dos mil doce, la defensa del acusado Arie Morales señaló: “ esta defensa 
demostrará que no se ha desarrollado el tipo penal contenido en el artículo tres 
ochenta y siete primer párrafo del Código Penal.  Asimismo, demostrará de que 
el hecho tampoco  revierte cuestionamiento con relación al tema de ser delito, 
por cuyas consideraciones desde ya solicito se le absuelva de los cargos de la 
acusación fiscal.  Mi colega, el que me ha antecedido en el uso de la palabra, 
lamentablemente me ha dejado muy poco por decir.  Pues bien, yo solamente 
me remitiré a tres documentos y a una jurisprudencia que van a demostrar lo 
que ha sido prima fase mi introito en estos momentos.  Y me refiero al 
documento de fojas mil ciento noventa y dos a mil ciento  noventa y tres, que 
es el oficio estrictamente confidencial número III guión ciento veinte INSG 
número siete ochenta y cuatro del cuatro de setiembre del dos mil tres.  Es 
importante tener presente la fecha, cuatro de setiembre del dos mil tres, 
documento por el cual el Inspector General de la Fuerza Aérea le comunica al 
Comandante General, que el Coronel BARAZORDA ha cumplido con rendir 
las cuentas por la diferencia que era VEINTIOCHO MIL DOSCIENTOS 
DIEZ DOLARES AMERICANOS. Estos VEINTIOCHO MIL 
DOSCIENTOS DIEZ DOLARES AMERICANOS, nacen de la diferencia de 
CINCUENTA MIL NOVECIENTOS CINCUENTA Y CUATRO que fue en 
realidad, el monto total cobrado por, o a través de los recibos provisionales.  
Qué pasó?.  Que en primera instancia,   Inspectoría en el dos mil tres, valga la 
redundancia en el mes de julio hace el trabajo  de campo y solamente halla 
documentos que acreditan que se ha gastado la cantidad de VEINTIDOS MIL 
SETECIENTOS CUARENTA Y TRES DOLARES, faltando rendir cuenta de 
VEINTIOCHO MIL DOSCIENTOS DIEZ.  Es por esa cantidad, que este 
documento al cual hago referencia  informa ya el Inspector General al 
Comandante General, que esos VEINTIOCHO MIL DOSCIENTOS DIEZ 
que en primera instancia no se había llevado a cabo la rendición de cuentas, ya 
se verificó.  Esto no es de parte del Coronel BARAZORDA, ya el Inspector 
General que había hecho el seguimiento de toda la documentación que 
acreditaba esta sustentación de rendición de cuentas de estos VEINTIOCHO 
MIL DOSCIENTOS DIEZ DOLARES, había lógicamente con su personal, 
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yendo a las personas jurídicas o personas naturales que emitieron los recibos, 
las facturas con los cuales acreditan haberse gastado estos VEINTIOCHO MIL 
DOSCIENTOS DIEZ a favor del funcionamiento de la Escuela de Aviación 
Civil.  Posteriormente, a fojas mil doscientos pareciera que al Comandante 
General no le había llegado el documento y le requiere al COMOP, al 
Comando de Operaciones que a su vez,  le pida al Coronel BARAZORDA, 
rinda las cuentas de VEINTIOCHO MIL DOSCIENTOS DIEZ, con qué 
fecha?.  Dos de octubre, o sea, posterior al oficio anteriormente aludido.  Por 
esta razón, es que después a fojas mil doscientos tres, obra el oficio confidencial 
UV treinta y cinco GBH número cero cero uno, de fecha primero de noviembre 
del dos mil tres, donde el Coronel le hace ver al Comandante con copia del 
cargo del oficio del Inspector General al Comandante General le dice: Ya 
cumplí señor con  rendir las cuentas de los VEINTIOCHO MIL 
DOSCIENTOS DIEZ faltantes.  Esas razones contenidas en estos 
documentos, no han sido evaluadas, ni por la Comisión Especial que como 
conclusión dijo que había un total de VEINTICINCO MIL QUINIENTOS 
TREINTA DOLARES que no se habían dado cuenta; y a tenor de lo que 
expresara el día de ayer el Fiscal Superior, es ilícitamente apropiado, lo cual no 
es cierto.  Para terminar, es del caso referir pues que tampoco y eso no fue 
tampoco el mandato, los peritos contables tuvieron a bien tener presente este 
documento y retrotrayendo también el tema, la fecha en la cual si mal no 
recuerdo fue la sesión número cuatro, en la cual  se le hizo preguntas a la terna 
que emitiera el informe especial cero cero cuatro, dijeron que ellos no habían 
tenido para emitir su informe esta documentación. Pues, otras hubieran sido 
las conclusiones de su informe especial si hubieran tenido esta documentación 
a la mano.  Por esas razones, la defensa del acusado ARIE MORALES, 
sostiene de que ni siquiera el delito se ha cometido, ni mucho menos en 
consecuencia, no existe responsabilidad penal en estos hechos que no 
configuran delito, de parte de él. Por cuyas consideraciones pues, solicito 
nuevamente, se le absuelva de los cargos contenidos en la acusación fiscal. .” 
 

8.3 ROSA GABY MARTÍNEZ MATA,  

En sesión de audiencia número doce, del primero de febrero del año 
dos mil doce, la defensa de la acusada Martínez Mata señaló: “…  Se le 
imputa a mi defendida ROSA GABY MARTINEZ MATA, que en su 
condición de empleada del Área de Relaciones Públicas de la Escuela de 
Aviación Civil de la Fuerza Aérea, haber colaborado con sus co-procesados:  
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BARAZORDA HERRERA y  ARIE MORALES, para que éstos se apoderen 
de la suma de VEINTICINCO MIL TRESCIENTOS CINCO DOLARES 
AMERICANOS, correspondientes a la recaudación del Curso de 
Especialización de Instrucción en Tierra, encargándose del cobro de las 
pensiones de dicho curso, recibiendo la recaudación ascendente a la suma de 
CUATRO MIL CIENTO NOVENTICINCO  DOLARES AMERICANOS, y 
entregado recibos provisionales que previamente le habían sido proporcionados 
por el procesado ARIE MORALES. Al respecto, debo decir lo siguiente: Que 
durante todo el proceso, la señora GABY MARTINEZ MATA ha manifestado 
que el dinero cobrado en recibos provisionales, no lo hizo deliberadamente sino 
por órdenes superiores, hecho por el cual se encuentra actualmente procesada 
en calidad de cómplice primario.  Mi defendida recibía la orden verbal del 
Coronel BARAZORDA, como lo manifestó en su declaración que cobrara a los 
alumnos y el dinero le entregara al Capitán ARIE MORALES, es decir, 
siempre que se cobraba a un alumno,  mi defendida procedía a entregarle el 
dinero al Capitán ARIE y este le recibía el dinero cobrado y procedía a firmarle 
el recibo provisional; después lo que sucediera posteriormente con el uso del 
dinero, era algo que no le constaba, ya que los alumnos recibían sus clases, 
cursos completos y terminaban satisfactoriamente sus estudios y se les 
entregaba su certificado, lo cual queda en evidencia que la deuda del alumno 
estaba cancelada en su totalidad para hacer la  entrega de dichos documentos 
con la firma del Director y el Jefe Académico, tal como obra en autos y como lo 
han manifestado los alumnos verbalmente, que ellos no han tenido ningún 
inconveniente en tramitar sus documentos en Dirección General de Aviación 
Civil.  Los trámites de estudios certificados correspondía a los superiores, en 
este caso, el Coronel Director EDASI, el Jefe de Finanzas y el Jefe del 
Departamento Académico respectivamente, reitero, durante el juicio los 
testigos estudiantes han manifestado que pagaron el curso en recibos 
provisionales a mi defendida y que posteriormente, se les otorgó sus respectivos 
certificados.  Entonces, podrían haber recibido los estudiantes sus respectivos 
certificados sin haberse realizado los pagos?.  Por supuesto que no.  Desde el 
momento que ella emite los recibos provisionales y entregado el dinero al señor 
ARIE, mi defendida no le correspondía saber lo que sucedía posteriormente con 
el dinero cobrado. Se le denuncia injustamente por la supuesta comisión del 
Delito Contra la Administración Pública – Peculado en calidad de cómplice 
primario sin  tener en consideración el hecho al cual fue sometido por lo que no 
encajaría exactamente la norma legal, por no tener correlación exacta con los 
hechos que sucedieron por lo que su conducta tanto en el aspecto subjetivo y 
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objetivo no puede ser subsumida por el tipo legal señalado estando exenta de 
responsabilidad penal. Se le imputa a mi defendida, haber cometido el Delito de 
Peculado en calidad de cómplice primario, sin embargo, el Código Penal en el 
artículo veinticinco establece lo siguiente: El que dolosamente presta auxilio 
para la acción de un hecho punible, en principio, estamos desvirtuando el 
Delito de Peculado y en este caso, mi defendida nunca actuó con dolo; 
considero que su conducta es atípica ya que nunca existió voluntad criminal de 
su parte para delinquir.  Mi defendida jamás obró con dolo, porque ella sin 
ánimos de atacar a sus co-procesados pero simplemente se dedicaba a cumplir 
órdenes en su centro de labores y teniendo en cuenta que mi defendida era una 
persona expeditiva, dinámica, comunicativa, de confianza y servicial, sus 
superiores le delegaban funciones en el trabajo.  Asimismo, quiero mencionar 
el artículo veinte del Código Penal que dice que se establece que estaría exento 
de responsabilidad el que obra por orden de autoridad competente. Bueno, ella 
simplemente acataba lo que se le ordenaba en el trabajo. Básicamente, los 
elementos que definen la tipicidad objetiva de un delito son: La conducta, los 
sujetos tanto activos como pasivos, el objeto material y el resultado.  Allí es 
donde el legislador exige que éste ha de darse necesariamente de tal forma que 
los hechos objeto de imputación penal deban de adecuarse a ellos de una forma 
exacta sin que haya lugar a interpretaciones extensivas del texto legal o 
analogías que estén expresamente prohibidas por nuestro reglamento jurídico 
en cuanto infringe el principio de legalidad.  Digo, no se ha cometido Delito de 
Peculado y sobre todo, dice: La tipificación de un hecho delictivo se sustenta 
sobre aspectos objetivos, mejor dicho, no solamente se sustenta sobre aspectos 
objetivos, sino que adicionalmente han de concurrir también ciertos aspectos 
subjetivos que defienden el contenido de la voluntad con el sujeto que realizó la 
conducta.  En este sentido mi defendida no obró con dolo, reitero, solamente 
cumplía su trabajo.  Entonces, por lo expuesto en el presente caso ya para 
culminar, mi defendida no ha actuado dolosamente, sino actuó por órdenes 
superiores. En consecuencia, al no ocurrir los elementos subjetivos de la 
comisión del delito que se le imputa, solicito se le absuelva a mi defendida Rosa 
Gaby Martinez Mata..” 

 

IX. MARCO JURÍDICO 

9.1   Teoría del Delito 
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Que a fin de determinar la existencia del delito, la teoría del delito o 

teoría de la imputación penal, se encarga de definir las características 

generales que debe tener una conducta para ser imputada como un 

hecho punible(22) la cual precisa debe ser típica, antijurídica y culpable. 

Subsecuentemente, corresponde analizar la tipicidad, esto es, la 

adecuación o verificación de la conducta realizada con lo descrito en el 

tipo penal se tiene que el artículo 387° del Código Penal, en el primer 

párrafo tipifica al delito de Peculado y para su configuración requiere 

de los siguientes presupuestos de hecho: 

“Artículo 387°.- El funcionario o servidor público que se apropia o utiliza, en 

cualquier forma, para sí o para otro, caudales o efectos cuya percepción, 

administración o custodia le estén confiados por razón de su cargo, será 

reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de ocho 

años…” 

9.2 Autoría y participación 

El profesor José Hurtado Pozo, en su “Manual de Derecho Penal Parte 

General I” señala:  

“Dada la adopción de una noción restrictiva del autor, éste constituye un 

concepto primario del sistema. Sirve, en efecto, de referencia central respecto al 

tratamiento de la participación. La condición de un autor esta muy relacionada 

con la tipicidad del acto ejecutado: no hay acto sin autor. De esto se desprende 

                                                             

(22) VILLAVICENCIO TERREROS, Felipe. “Derecho Penal – Parte General”. Grijley. Lima: 
marzo 2009. Pág. 223. 
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tanto quien es autor no puede ser partícipe y viceversa, como que no existe 

participación sin autor (carácter accesorio de la participación). 

Resulta capital, por lo tanto, en el caso de la intervención de varias personas, 

determinar con precisión cual de ellas es el autor, para poder calificar luego al 

resto de los que intervinieron.(23) 

Autoría   

“…Es autor el que ejecuta personal y materialmente el delito; o sea, el que 

tiene el dominio de la acción. Poco importa que actúes solo o cuente con la 

intervención de terceros…”(24) 

Coautoría   

“Ejecutar conjuntamente el delito, es una fórmula bastante amplia que supone, 

por un lado, la decisión colectiva de realizar la infracción y, por otra parte, la 

colaboración conjunta de manera conciente y voluntaria. Según la doctrina, la 

imputación a título de coautoría se basa tanto en el principio de la división de 

tareas entre los participantes, como en el de la distribución funcional de éstas. 

En diversas decisiones de la Corte Suprema se enumeran las siguientes 

condiciones: a) decisión común (…) b) aporte esencial: el aporte individual que 

ha realizado cada uno de los acusados es y ha sido esencial o relevante, de tal 

modo que su uno de ellos hubiera retirado su aporte podría haberse frustrado el 

plan de ejecución; y c) tomar parte en la fase de ejecución: cada acusado ha 

                                                             

(23) HURTADO POZO, José – Manual de Derecho Penal Parte General, Edit. GRIJLEY – Pág. 
856.  
(24) Op cit Pág. 863 
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tenido dominio parcial del acontecer, circunstancia que da contenido real a la 

co autoría.”(25)  

Cómplice Primario 

 
El carácter accesorio de la participación respecto al hecho principal resulta de 

la manera como han sido reguladas la instigación y la complicidad (…), y la 

segunda, según el art. 25°, en prestar “auxilio para la realización del hecho 

punible”. En esta línea, hecho punible puede comprenderse como acción 

típica, antijurídica y culpable. Los participantes serían así reprimidos porque 

darían lugar a la culpabilidad del autor del hecho principal. Por consiguiente, 

para poder reprimir al participe como (…) o cómplice, el agente del acto 

principal (el autor) deberá ser un sujeto culpable y el acto cometido, típico e 

ilícito.  

Sobre el momento de la intervención, la doctrina y la jurisprudencia han 

establecido que “el acto de complicidad puede tener lugar en cualquier momento durante el 

comportamiento del autor, desde los actos preparatorios hasta la consumación, y en algunos delitos 

hasta el agotamiento (..) En este caso, el cómplice no será reprimido por el acto que ha cometido 

después de la ejecución de la infracción, sino por haber alentando al autor mediante la promesa de 

ayudarlo”. (26) 

 

Sobre la intención del cómplice debemos señalar que la norma penal establece 

que éste debe prestar asistencia o auxilio dolosamente. “El cómplice pues debe 

actuar prestar asistencia o auxilio dolosamente.“. El cómplice pues debe actuar con 

conciencia y voluntad respeto a la naturaleza de su propia intervención y a la 

del comportamiento delictuoso que el autor realiza o está a punto de realizar.  

                                                             

(25) Op Cit Pág. 873/874.  
(26) HURTADO POZO, José, Ob. Cit. Pág.901. 
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9.3 Del Tipo Penal de Peculado 

Los señores Vocales Supremos en lo Penal, integrantes de las Salas 

Penales Permanentes y Transitorias de la Corte Suprema de la 

República, en los fundamentos seis y siete del Acuerdo Plenario N° 04-

2005/CJ-116, han establecido pautas concretas con respecto al delito de 

Peculado, veamos como así: 

6. El artículo 387° del Código Penal vigente, establece en primer lugar la acción 

dolosa en el delito de peculado, al señalar que “El funcionario o servidor público que se 

apropia o utiliza, en cualquier forma, para sí o para otro, caudales o efectos cuya 

percepción, administración o custodia le estén confiados por razón de su cargo…”; en 

segundo lugar, la acción culposa se traduce en el comportamiento negligente del 

sujeto activo, describiéndolo como “Si el agente, por culpa da ocasión a que se efectúe 

por otra persona la sustracción de caudales o efectos…”; concluyendo en tercer lugar, 

que las acciones dolosas y culposas admiten circunstancias agravantes precisamente 

en la importancia especial de la finalidad pública para lo cual estaban destinados los 

bienes. “Si los caudales o efectos estuvieran destinados a fines asistenciales o a 

programas de apoyo social…” forma de circunstancia agravante incorporada por Ley 

N° 26198 del 13 de junio de 1993). Para la existencia del delito de peculado no es 

necesario que sobre los bienes que se le haya confiado por razón de su cargo en 

cualquiera de las formas y que constituyan el objeto material del hecho ilícito, el 

agente ejerza una tenencia material directa.  Es suficiente que el sujeto activo tenga la 

llamada disponibilidad jurídica, es decir, aquella posibilidad de libre disposición que 

en virtud de la ley tiene el funcionario o servidor público; debe tener, por tanto, 

competencia funcional específica.  La disponibilidad a que se hace referencia se 

encuentra íntimamente ligada a las atribuciones que el agente ostenta como parte que 

es de la administración pública.  Todo ello nos lleva a sostener que tratándose el 
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peculado de un delito pluriofensivo, el bien jurídico se desdobla en dos objetos 

específicos merecedores de protección jurídico – penal: a) garantizar el principio de la 

no lesividad de los intereses patrimoniales de la Administración Pública y b) evitar el 

abuso del poder del que se haya facultado el funcionario o servidor público que 

quebranta los deberes funcionales de lealtad y probidad. 

7. Es necesario tener en cuenta los comportamientos típicos que la norma en análisis 

nos señala a efectos de limitar o restringir la relevancia penal de los actos del delito de 

peculado.  La norma por consiguiente, al describir la acción dolosa utiliza dos 

supuestos para definir los comportamientos típicos del sujeto activo: apropiar o 

utilizar, los mismos que deben contener ciertos elementos para su configuración; estos 

son, en tal virtud, los elementos materiales del tipo penal: 

a) Existencia de una relación funcional entre el sujeto activo y los caudales y efectos.  

Se entiende por relación funcional el poder de vigilancia y control sobre la cosa como 

mero componente típico, esto es, competencia del cargo, confianza en el funcionario en 

virtud del cargo, el poder de vigilar y cuidar los caudales o efectos. 

 

b) La percepción, no es más que la acción de captar o recepcionar caudales o efectos de 

procedencia diversa pero siempre lícita. 

 
La administración, que implica las funciones activas de manejo y conducción. La 

Custodia que importa la típica posesión que implica la protección, conservación y 

vigilancia debida por el funcionario o servidor de los caudales y efectos públicos. 

 
c) Apropiación o utilización.  En el primer caso estriba en hacer suyo caudales o 

efectos que pertenecen al Estado, apartándolo de la esfera de la función de la 

Administración Pública y colocándose en situación de disponer de los mismos.  En el 
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segundo caso: utilizar, se refiere al aprovecharse de las bondades que permite el bien 

(caudal o efecto), sin tener el propósito final de apoderarse para sí o para un tercero. 

 

d) El destinatario: para sí.   El sujeto activo puede actuar por cuenta propia, 

apropiándose él mismo de los caudales o efectos, pero también puede cometer el delito 

para favorecer a terceros.  Para otro, se refiere al acto de traslado del bien, de un 

dominio parcial y de tránsito al dominio final del tercero. 

 

e) Caudales y efectos.  Los primeros son bienes en general de contenido económico, 

incluido el dinero.  Los efectos son todos aquellos objetos, cosas o bienes que 

representan un valor patrimonial público, incluyendo los títulos valores negociables.” 

 
Por su parte el profesor Fidel Rojas Vargas, en su Manual de Delitos 

Contra la Administración Pública, con respecto al bien jurídico, señala: 

“El objeto genérico de la tutela penal es proteger el normal desarrollo de las 

actividades de la administración pública. Por tratarse el peculado de un delito 

pluriofensivo, el bien jurídico se desdobla en dos objetos específicos merecedores 

de protección jurídico penal: (a) garantizar el principio de no lesividad de los 

intereses patrimoniales de la administración pública, asegurando una correcta 

administración del patrimonio público y (b) evitar el abuso de poder del que se 

halla facultado el funcionario o servidor público que quebranta los deberes 

funcionales de lealtad y probidad, garantizando el principio constitucional de 

fidelidad a los intereses públicos a que están obligados los funcionarios y 

servidores.”(27) 

 

                                                             

(27) ROJAS VARGAS, Fidel – Delitos Contra la Administración Pública – Editorial 
GRIJLEY – Pág. 480 
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De igual modo con respecto a la relación funcional “por razón de su 

cargo” el citado autor indica que: “No cualquier funcionario o servidor 

puede incurrir en delito de Peculado. Es presupuesto necesario de partida, para 

que opere el comportamiento típico de apropiarse o utilizar, que los bienes que 

se hallen en posesión del sujeto activo en virtud a los deberes o atribuciones de 

su cargo. Si es que no existe esta vinculación funcional de estricta base 

jurídica, el hecho será imputable, como indica correctamente Manzini, a título 

de hurto o apropiación ilícita común pero no de peculado o de estafa, de existir 

engaño. Esto es lo que ha permitido sostener, a nivel doctrinario, que el 

peculado trasciende la simple esfera patrimonial siendo más una violación 

flagrante a los deberes de garantía y confianza asumidos por el funcionario o 

servidor en razón a su cargo. Lo que explica que su inclusión se halle en el 

capitulo de los delitos cometidos por funcionarios contra la administración 

pública y no en aquellos que lesionan el patrimonio.”(28) 

 
      X. PRUEBA ACTUADA QUE FORMA CONVICCION 

Establecida la estructura orgánica de la EDACI, conforme aparece del 

ítem 4.1 de la presente sentencia, y verificadas las funciones de cada una 

de las unidades que la conforman, se tiene que las autoridades 

encargadas de administrar el dinero de la institución eran los acusados 

Gilbert Antony Barazorda Herrera (Director) y Eduardo Esteban Arie 

Morales (Jefe de Finanzas) que tenían como responsabilidad 

Administrar mancomunadamente los fondos asignados a la Unidad, en 

ese contexto, los ingresos que por cualquier concepto recibía la Escuela 

                                                             

(28) Op. Cit Pág 484 
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de Aviación Civil, entre ellos los fondos relativos al pago del “Curso de 

Especialización de Instrucción en Tierra” que fueran captados por la 

unidad ejecutora, debían ser depositados en las respectivas cuentas 

bancarias en un plazo no mayor de veinticuatro horas, conforme a lo 

dispuesto en la Resolución Directoral N° 01 066-2001-EF/77 del quince 

de diciembre del año dos mil uno(29), significando que ambos acusados 

desatendiendo a las funciones encomendadas y las normas 

administrativas establecidas por sus respectivas ordenanzas, crearon un 

“procedimiento” para realizar cobros a los alumnos, siendo que el 

acusado Barazorda Herrera en su condición de Director ordenó en 

primer lugar la emisión de recibos y/o vales provisionales para realizar 

los cobros por concepto del curso de instrucción, contando con personal 

de apoyo de otra área  -la acusada Rosa Gaby Martínez Mata, encargada 

de cobrar y entregar recibos provisionales previamente firmados por el 

Jefe de Finanzas - y en segundo lugar, en forma concertada con su co 

acusado Arie Morales no permitieron que dichos pagos ingresen a la 

cuenta correspondiente en el Banco de la Nación, disponiendo su 

utilización sin autorización alguna, procedimiento que a todas luces se 

encuentra al margen de las disposiciones presupuestales que rigen a las 

entidades públicas. El cobro y la emisión de recibos provisionales 

estuvo a cargo de personas ajenas al Departamento de Finanzas   

                                                             

(29) Los fondos públicos que de acuerdo a la Ley, recauden las Unidades Ejecutoras, cualquiera 
que sea su fuente de financiamiento, deberán ser depositados en las correspondientes cuentas 
bancarias en una plazo no mayor de 24 horas, 
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La afirmación antes indicada se encuentra corroborada en autos con lo 

siguiente:  

Sesión de audiencia número dos del catorce de noviembre del año dos 

mil once, la acusada Rosa Gaby Martínez Mata señaló: 

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿Quién era su jefe 

inmediato en esta Oficina? Dijo: El jefe inmediato era el Coronel Barazorda.  

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: Usted me ha 

mencionado las funciones que desempeñaba en esta Oficina, sin embargo le pregunto 

respecto a los cobros de los cursos ¿estás eran parte de sus funciones? Dijo: Era parte 

de mi función por orden verbal del Comando o el Jefe de Finanzas. Preguntando el 

señor representante del Ministerio Público: ¿Cómo se realizaban estos cobros 

propiamente dichos, la persona se acercaba a su persona, le entregaba el dinero, usted le 

entregaba en contraprestación algún documento ? Dijo: Un recibo provisional.   

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿Como se generaba, 

usted lo tenia, imprimía, lo redactaba? Dijo: Llegamos al acuerdo con el Capitán de 

Finanzas, no me podía dejar el recibo obviamente de lo que ellos manejaban pero había 

un provisional para que lo sucesivo lo canjearan por su recibo, yo le admitía un 

provisional que consta que cuando yo firmaba al costado firmaba el Capitán, entonces 

yo se lo entregaba pero ya eso subía a Finanzas como ellos le entregaban al alumno el 

recibo, el comprobante ya no era cuestión mía  Preguntando el señor representante 

del Ministerio Público: ¿Solamente del Coronel Barazorda o  también del Capitán 

Arie, Dijo: De ambos, yo nunca he hecho nada que no haya sido con órdenes de ellos. 

De igual modo Herman César Morán Urquizo en la misma 

sesión, señaló:  

Preguntando el señor representante del Ministerio Público:¿Desde cuando usted 

desempeñó este tipo de cobros como parte de sus funciones? Dijo: Desde que recibí la 
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orden para hacerlo. Preguntando el señor representante del Ministerio Público: 

¿De parte de quién recibió esa orden?  Dijo: De mi Comando.  Preguntando el señor 

representante del Ministerio Público: ¿Quien era exactamente su Comando? Dijo: 

El Coronel Barazorda. Preguntando el señor representante del Ministerio 

Público: ¿Cómo fue esta orden, verbal, por escrito, mediante un documento?  Dijo: 

Verbal.  Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿Esa orden 

fue dirigida únicamente a su persona? Dijo:  No, a mi persona, al sub Oficial Ccoyllo 

y  a la señora Gaby Martínez. Preguntando el señor representante del Ministerio 

Público:  ¿Y por qué se encontraba con una firma, de qué persona se encontraba esta 

firma? Dijo: Según lo que me manifestaba la señora Gaby Martínez, era con la firma 

del jefe de Finanzas. 

Por su parte Alberto Ccoyllo Sánchez en la misma sesión de audiencia 

número dos, señaló:  

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿Su jefe inmediato 

superior quien era?  Dijo: El Coronel Gilbert Barazorda Herrera que era el Director.      

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: Respecto a los cobros 

de los cursos que se dictaban en la Escuela de Aviación Civil ¿usted como miembro de 

la oficina de Relaciones Públicas cumplía algún tipo de función, realizaba algún tipo de  

cobros para los cursos que se dictaban ahí? Dijo: Hay un cobro que se hace por orden 

Coronel Barazorda, cobrar es apoyarle en el cobro y darle ese dinero a la señora Gaby 

Martínez, por una orden verbal.  Preguntando el señor representante del 

Ministerio Público: ¿Puede explicarnos en que consistió esta orden verbal de parte de 

su co acusado Barazorda? Dijo: Es una orden verbal que el Coronel bajó, y me dijo 

apoyen a la Señora Gaby Martínez, por que Finanzas está saturado y apóyele en ese 

sentido y le apoyamos, en ese sentido yo era Sub Oficial de tercera, cuando yo salí de la 

Escuela me dijeron “las órdenes se cumplen”, por eso yo las cumplí.  .  Preguntando 

el señor representante del Ministerio Público: ¿En este recibo ya se encontraba 

otra firma? Dijo: Si, estaba la firma del Capitán Arie.   Preguntando el señor 

representante del Ministerio Público: Es a partir de la orden que los tres 

comienzan a realizar este tipo de cobros?  Dijo: Si doctor. 
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En la misma sesión Juan Carlos Jorge Pastor Valencia señaló: 

Preguntado el señor representante del Ministerio Público: ¿Quién era su Jefe 

directo cuando usted estuvo como Jefe de Finanzas? Dijo: El Jefe directo era el 

Director.    Preguntado el señor representante del Ministerio Público: El señor 

Barazorda.  Dijo: El Coronel Barazorda.  Preguntado el señor representante del 

Ministerio Público: ¿Con el dinero que usted cobraba, qué destino se daba a este 

dinero? Dijo: El dinero que se cobraba en la sección Tesorería en las cuales se emitía 

un recibo de caja, ese dinero se depositaba en el Banco de la Nación a las veinticuatro 

horas, ese dinero que se recepcionaba en Caja – Tesorería.  Preguntando la señora 

Directora de Debates: ¿Por disposición de quien vinieron esas personas? Dijo: Del 

Director de la Escuela. Preguntando la señora Directora de Debates: 

¿Expresamente?  Dijo: Del Coronel Barazorda. 

Aunado a ello debe tenerse en consideración que los propios acusados 

en sus respectivas declaraciones en juicio oral aceptaron haberse puesto 

de acuerdo para disponer del dinero que ingresaba a la Escuela de 

Aviación Civil de la Fuerza Aérea del Perú, veamos como así:  

El acusado Gilbert Antony Barazorda Herrera en la sesión de audiencia 

del catorce de noviembre del año dos mil once, señaló:  

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿Qué cargo tenía 

usted en la Escuela de Aviación? Dijo: Era Director de la Escuela de Aviación. 

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿Qué dependencias u 

oficina se encargaba de los cobros por el pago de derecho de estudio? Dijo: De acuerdo 

a la disposición era la Jefatura de Finanzas. 

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿Lo que me quiere 

decir usted es que si se entregaban recibos provisionales?  Dijo: En algunos casos si. 
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Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿Tenia usted 

injerencia sobre las sumas de dinero que provenían de estos cobros, injerencia en la 

administración de estas sumas de dinero? Dijo: Si, si soy responsable 

mancomunadamente de acuerdo a la norma administrativa, pero quien manejaba eso 

era la Jefatura de Finanzas de acuerdo a procedimientos. 

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: Al momento que 

usted asume la responsabilidad conforme lo ha indicado ¿conocía usted los riesgos que 

implicaba destinar fondos públicos a una situación distinta a la partida presupuestal a 

la cual pertenecían estos fondos? Dijo: Doctor, permítame, es mi opinión con todo 

respeto, yo asumí a que eso no eran fondos públicos porque, los alumnos me estaban 

dando su cuota de inscripción y si es que yo hubiese asumido la plata de la Fuerza 

Aérea por que me lo mandaban a través de la partida, a través de los cheques, de 

repente eso para mi eran los fondos públicos pero esto que estaba acá era una respuesta 

como una  contraprestación, ellos me pagaban porque tenia que darle horas de 

instrucción por que tenia que darle todos los servicios que yo proporcionaba en la 

Escuela a los alumnos. 

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: Si los alumnos 

pagan derecho de estudios que le debe brindar el Estado, usted dice que esto no 

corresponden a fondos públicos? Dijo: Yo lo interprete así doctor, en el sentido de que 

esa parte que ellos venían acá, cuando ellos pagaban su cuota yo les devolvía como una 

contraprestación de servicios debido a una situación especial, no era porque yo me 

quise arrogar la situación o porque me he permitido, porque lo hacia de una forma 

planeada planificada, no, era obligado por una situación que se presentó a nivel 

nacional en la Fuerza Aérea, no había presupuesto para nada, pero en ese momento no 

podía cerrar la Escuela, no podía permitir que la Escuela vuele con inseguridad, no 

podía permitir que los padres se sientan defraudados o estafados por que no les podía 

dar el servicio, en ese sentido yo lo interpreté así doctor. 

Preguntando la señora Directora de Debates: Al Banco ¿por qué no ordenó que se 

deposite al Banco? Dijo: Por que en el retorno a la Escuela de Aviación Civil demoraba 

más de cuatro meses, encima los mimos documentos dicen acá que se quedaron con la 



 

                  PRIMERA SALA PENAL LIQUIDADORA 

                     CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA  

      EXP. N° 034-2010 

                                          

    

 - 75 - 

plata que captábamos nosotros para que la Comandancia General pueda seguir 

operando, o sea los recursos que yo captaba en la Escuela de Aviación Civil, también 

servían para que otras unidades puedan sigan funcionando y a mi me devolvían 

después de cuatro o cinco meses, mayor a los cuatro meses entonces en ese lapso de 

cuatro meses no tenia lo recursos asignados. 

Preguntando el Presidente del Colegiado doctor Lizárraga Rebaza: ¿Quien era 

la persona que administraba esta caja paralela, estos dineros recaudados con recibos 

provisionales? Dijo: El Jefe de Finanzas el capitán Arie. 

Preguntando el Presidente del Colegiado doctor Lizárraga Rebaza: Yo le 

pregunto usted ha señalado que no le encontraron responsabilidad, pero en una de sus 

declaraciones ha dicho que lo han sancionado con nueve días de rigor ¿a qué se debe esa 

sanción? Dijo: Por que dice disponer de los fondos para fines diferentes. así dice en la 

forma administrativa en la segunda gestión en el segundo Comandante General. 

Por su parte el acusado Eduardo Esteban Arie Morales en la misma 

sesión de audiencia número dos, del catorce de noviembre del año dos 

mil once, señaló:  

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿Qué cargo ocupó 

usted en la Escuela de Aviación Civil? Dijo: Jefe del Departamento de Finanzas. 

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿Qué funciones 

desempeñaba usted como Jefe de Finanzas? Dijo: Mis funciones era el de administrar 

mancomunadamente con el Director de la Escuela los fondos asignados por la FAP en 

beneficio de la Escuela de Aviación Civil. 

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿La emisión de estos 

recibos provisionales fue iniciativa suya entonces? Dijo: Iniciativa mía para llevar un 

control, pero la disposición me la dio mi Comando, el Director de la Escuela. 
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Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿Y estos pagos por 

derecho de estudio una vez que ingresaban a la Escuela no constituían fondos 

públicos? Dijo: No, no ingresaban a la Escuela, como repito doctor, esos fondos en 

ningún momento han ingresado a la Escuela. 

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿Quiénes 

participaban de estos cobros de manera informal que daban lugar a la emisión de 

recibos provisionales? Dijo: La única persona que tenía contacto con los alumnos era 

la señora Gaby Martínez. 

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿Y quiénes emitían, 

quienes eran los encargados de emitir estos recibos provisionales? Dijo: La señora 

Gaby Martínez no necesariamente me entregaba, porque de repente venía y me 

reportaba (Mayor por si acaso ha habido una emergencia el día domingo, el sábado, 

comuniqué al Coronel porque no me pude comunicarme con usted), ella me informaba, 

yo registraba en mi registro paralelo que tenía, iba donde el Coronel Gilbert Barazorda 

mi Comando de Unidad, para verificar de que él había autorizado este pago, yo como 

Jefe de Finanzas, por más que me diga la señora tenía que recibir directamente la 

autorización de mi Comando (mi Coronel usted tiene conocimiento, si), mi Coronel 

están pidiendo un vale provisional, voy a firmar un vale provisional al muchacho tal, 

decía conforme Eduardo, yo llenaba el vale provisional y le firmaba y le entregaba a la 

señora Gaby Martínez. 

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿Este dinero que 

como usted dice nunca entró a las arcas públicas, quién lo administraba, quien lo 

custodiaba? Dijo: Estaba bajo mi custodia o bajo mi administración, sea física o 

administrativa porque la mayoría de las oportunidades, como repito, la misma señora 

Gaby Martínez ha entregado al área de Logística a los Oficiales encargados de 

Logística o al personal mecánico o mantenimiento en la línea de vuelos de las 

aeronaves. 

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿Solo lo 

administraba usted? Dijo: Si, solamente lo administraba yo y la señora Gaby 
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Martínez, pero en documentación o administración registral lo llevaba yo, como Jefe de 

Finanzas. 

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿Y el Director de la 

Escuela tenía alguna injerencia en la administración de estos fondos? Dijo: Bueno, él 

disponía para qué eran los gastos. 

Estando a lo señalado en las declaraciones antes mencionadas el 

Colegiado llega a la conclusión que los acusados Barazorda Herrera y 

Arie Morales crearon un mecanismo de cobro a los alumnos de la 

EDACI con la única finalidad de apropiarse del dinero. Por su 

formación y reglas de la experiencia tenían conocimiento de las normas 

administrativas que regían a dicha entidad del Estado, no obstante ello, 

no cumplieron con la normatividad establecida (Resolución Directoral 

N° 01-066-2001-EF/77), y así ha quedado demostrado en el Informe 

Especial N° 004-2007-2-028630 del quince de marzo del año dos mil siete, 

practicado en la Escuela de Aviación Civil de la Fuerza Aérea del Perú, 

                                                             

30 Informe Especial N° 004-2007-2-0286. Hallazgos.- “…1. No se ha ingresado a la Sección Tesorería de la 

Unidad el importe de US $ 25,305.00, cobrado con “Recibos Provisionales”, por personal de la EDACI, 

por concepto de cursos de “Instrucción en Tierra”, dictado durante los años 2002, 2003 y 2004. ……2. Los 

nombres de los usuarios consignados en algunas Boletas de Venta y Recibos de Ingreso de Caja que 

suman US$ 4,821.00 correspondientes a los años 2002, 2003 y 2004 fueron borrados y reemplazados por 

otros nombres significando una presunta doble cobranza con el mismo documento….. . 3. Algunas 

Boletas de Venta en poder de los alumnos tienen nombres e importes diferentes a las copias respectivas 

que se encuentran archivadas en la Unidad, por un monto aproximado de US$ 2,800.00.  
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el mismo que fue materia de ratificación y debate en la Sesión número 

cuatro del veintinueve de diciembre del dos mil once.  

Que  los acusados Barazorda Herrera y Arie Morales desde el inicio de 

la presente causa han sostenido, como argumento de defensa, que el 

dinero recaudado en EDACI (a que se refieren los vales provisionales) 

que no ingreso a CAJA fue utilizado para cubrir diferentes gastos 

operativos y administrativos que la unidad requería, debido al recorte 

presupuestal que había sufrido, no constituyen fondos públicos porque 

nunca ingresaron a las arcas del Estado mas aún si ello no ha sido 

materia de observación por Inspectoría General de la FAP. 

La Sala considera dicha posición inaceptable, pues el dinero que se 

recaudaba por los cursos de Especialización de Instrucción en Tierra 

dado en la EDACI era la contraprestación de los servicios prestados por 

el Estado, siendo que dicho dinero no ingresó a CAJA incumpliendo las 

disposiciones legales respecto a la administración del Presupuesto 

RECURSOS DIRECTAMENTE RECAUDADOS, que debió ser 

depositado dentro de las veinticuatro horas de captados como lo señala 

la Inspectoría General de la Fuerza Aérea del Perú,  en su comunicación 

III-120-INGG-N° 0784 del cuatro de setiembre del dos mil tres, que corre 

a folios un mil noventa y dos, a mil ciento noventa y ocho; que el no 

ingresarlo al erario nacional no significa que éste pierda su calidad de 

fondo público, más aún si el título que otorga la Escuela de Aviación 

Civil de la Fuerza Aérea del Perú es a nombre del Estado; que al haber 

los acusados Gilbert Antony Barzorda Herrera y Eduardo Esteban Arie 
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Morales apartado de la esfera de la función de la Administración 

Pública, el dinero captado de los alumnos por concepto de matrícula al 

curso de especialización de instrucción a tierra, y colocarlos en situación de 

disponer de los mismos…”, como lo hicieron so pretexto de necesidad y 

emergencia no probada, configura la conducta descrita en el tipo penal 

de Peculado, de conformidad con el fundamento siete del Acuerdo 

Plenario N° 04-2005/CJ-116 de la Corte Suprema de Justicia de la 

República31.     

Con respecto a la acusada Rosa Gaby Martínez Mata, como cómplice 

primario del delito de Peculado 

                                                             

31 Acuerdo Plenario N° 04-2005/CJ-116: “7. Es necesario tener en cuenta los comportamientos típicos 
que la norma en análisis nos señala a efectos de limitar o restringir la relevancia penal de los actos del 
delito de peculado.  La norma por consiguiente, al describir la acción dolosa utiliza dos supuestos para 
definir los comportamientos típicos del sujeto activo: apropiar o utilizar, los mismos que deben contener 
ciertos elementos para su configuración; estos son, en tal virtud, los elementos materiales del tipo penal: 
a) Existencia de una relación funcional entre el sujeto activo y los caudales y efectos.  Se entiende por 
relación funcional el poder de vigilancia y control sobre la cosa como mero componente típico, esto es, 
competencia del cargo, confianza en el funcionario en virtud del cargo, el poder de vigilar y cuidar los 
caudales o efectos. b) La percepción, no es más que la acción de captar o recepcionar caudales o efectos de 
procedencia diversa pero siempre lícita. La administración, que implica las funciones activas de manejo y 
conducción. La Custodia que importa la típica posesión que implica la protección, conservación y 
vigilancia debida por el funcionario o servidor de los caudales y efectos públicos. c) Apropiación o 
utilización.  En el primer caso estriba en hacer suyo caudales o efectos que pertenecen al Estado, 
apartándolo de la esfera de la función de la Administración Pública y colocándose en situación de 
disponer de los mismos.  En el segundo caso: utilizar, se refiere al aprovecharse de las bondades que 
permite el bien (caudal o efecto), sin tener el propósito final de apoderarse para sí o para un tercero. d) El 
destinatario: para sí.   El sujeto activo puede actuar por cuenta propia, apropiándose él mismo de los 
caudales o efectos, pero también puede cometer el delito para favorecer a terceros.  Para otro, se refiere al 
acto de traslado del bien, de un dominio parcial y de tránsito al dominio final del tercero. e) Caudales y 
efectos.  Los primeros son bienes en general de contenido económico, incluido el dinero.  Los efectos son 
todos aquellos objetos, cosas o bienes que representan un valor patrimonial público, incluyendo los 

títulos valores negociables.”; de ahí que  
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Luego de realizar un análisis pormenorizado de los hechos y de la 

incriminación que se formula contra de la acusada Martínez Mata así como 

estando al cúmulo de pruebas recabadas en el transcurso del proceso, el 

Colegiado concluye en su participación como cómplice primario en los hechos 

materia de la presente causa, pues ésta tuvo un papel activo en la 

materialización del delito imputado, esta Sala arriba a tal conclusión debido a 

que desde la investigación preliminar hasta la presente etapa procesal se tiene 

como hecho cierto que la acusada Martínez Mata laboraba en el Área de 

Relaciones Públicas de la EDACI, conjuntamente Ccoyllo Sánchez y Moran 

Urquizo, siendo en esas circunstancias en las que su co acusado Barazorda 

Herrera les habría ordenado que apoyen al Área de Finanzas a cargo de Arie 

Morales, pero, si bien la orden fue dada a las tres personas antes mencionadas, 

la acusada Martínez Mata desplegó un rol preponderante con respecto a sus 

compañeros de área, pues ésta realizaba los cobros, acudía a los domicilios de 

los alumnos para cobrarles, disponía de los recibos provisionales, manejaba el 

dinero recaudado y daba cuenta del mismos a su co acusado Arie Morales, 

configurándose por ello su conducta dentro de los márgenes establecidos en la 

primera parte del Artículo 25° del Código Penal, que señala: “El que, 

dolosamente, preste auxilio para la realización del hecho punible, sin el cual no se 

hubiere perpetrado, será reprimido con la pena prevista para el autor...”, pues sin su 

aporte, los autores del delito Barazorda Herrera y Arie Morales no habrían 

podido apropiarse de los veinticinco mil trescientos cinco dólares americanos 

que EDACI había recaudado por los cursos de especialización en tierra que 

dictaba. 
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La posición asumida por esta Sala ha sido corroborada en autos con las 

afirmaciones de los procesados Barazorda Herrera y Arie Morales, así como 

de Ccoyllo Sánchez y Morán Urquizo, quienes durante el transcurso del 

proceso y en el debate oral han señalado coherentemente que la acusada 

Martínez Mata era quien realizaba los cobros, la que disponía de los recibos 

provisionales, y quien rendía cuenta del dinero recaudado al acusado Arie 

Morales. 

La propia acusada Rosa Gaby Martínez Mata, en la misma sesión número dos 

del catorce de noviembre del año dos mil once, al ser interrogada señaló: 

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: Usted me ha 

mencionado las funciones que desempeñaba en esta Oficina, sin embargo le pregunto 

respecto a los cobros de los cursos ¿estás eran parte de sus funciones? Dijo: Era parte 

de mi función por orden verbal del Comando o el Jefe de Finanzas. 

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿Como se generaba, 

[los recibos provisionales] usted lo tenia, imprimía, lo redactaba? Dijo: Llegamos al 

acuerdo con el Capitán de Finanzas, no me podía dejar el recibo obviamente de lo que 

ellos manejaban pero había un provisional para que lo sucesivo lo canjearan por su 

recibo, yo le admitía un provisional que consta que cuando yo firmaba al costado 

firmaba el Capitán, entonces yo se lo entregaba pero ya eso subía a Finanzas como ellos 

le entregaban al alumno el recibo, el comprobante ya no era cuestión mía. 

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿Y estos recibos 

como usted señala ya se encontraba firmados por el capitán Arie? Dijo: No, se firmaba 

cuando yo le entregaba el dinero al Capitán Arie. 

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿Entonces al alumno 

se le entregaba únicamente con su firma sin la firma del capitán Arie?  Dijo: No, al 
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alumno le entregaba yo con mi firma, cuando yo le entregaba al Capitán, él me firmaba 

ahí y yo le entregaba eso al alumno y el alumno después subía a Finanzas a canjear su 

recibo. 

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: Pero usted nos ha 

señalado que justamente usted realizaba este cobro cuando no se encontraba el personal 

de finanzas? Dijo: Por lo mismo le doy ese recibo en blanco, el recibo ese sin la firma 

del Capitán, pero cuando yo le entregaba el dinero al Capitán Arie ya estaba firmado, 

en ese instante le entregaba yo al alumno, había una cierta afinidad de confianza del 

alumno, los padres con mi persona. 

Preguntando el señor representante del Ministerio Público: ¿Qué hace usted con 

el dinero que cobraba señora Martínez Mata? Dijo: La mayoría de veces se lo 

entregaba al Capitán todos los pagos, el dinero esperaba que llegaba lo abordaba subía y 

se lo entregaba para que ellos hicieran los recibos respectivos. 

Preguntando la señora Directora de Debates: Señora Gaby, dígame esos recibos 

provisionales que se entregaba ¿donde eran guardados, uno le daba al alumno y el otro 

donde iba? Dijo: Se quedaba conmigo o estaba en el escritorio que teníamos nosotros, 

uno se quedaba conmigo y uno le daba al  alumno porque el que yo entregaba a 

Finanzas le llevaba al Capitán. 

Preguntando la señora Directora de Debates: Después lo llevaba a Finanzas ¿a 

qué persona le entregaba usted? Dijo: Se lo entregaba al Capitán Arie de Finanzas, 

para que me lo firme al costado la conformidad del monto que yo le entregaba. 

Estando a las declaraciones antes mencionadas, el Colegiado advierte que la 

acusada Martínez Mata desde un inicio tuvo conocimiento de los hechos que 

originan la presente sentencia, y como tal participó activamente en la 

recaudación de dinero, a través del cobro de las pensiones a los alumnos de la 

EDACI, tal es así, que acudía a sus domicilios para obtener dicho dinero, sin 
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embargo, no entregaba el dinero al área de Tesorería como correspondía, sino 

por el contrario entregaba el dinero a su co acusado Arie Morales, para que 

éste conjuntamente con Barazorda Herrera dispongan del mismo, en ese 

sentido los caudales recaudados por la acusada Martínez Mata por concepto 

de pagos de los cursos que dictaba la EDACI no ingresaban a las arcas del 

Estado, por lo que es concluirse que la participación de Martínez Mata fue de 

vital importancia para la consumación de los hechos materia de la presente 

caso. 

RESPECTO AL DELITO DE USURPACION DE FUNCIONES 

Es de tenerse en consideración que si bien es cierto, que el Ministerio Público 

inicialmente imputó a la acusada Martínez Mata la autoría del delito contra la 

Administración Pública en la modalidad de Usurpación de Funciones y en el 

transcurso de los debates orales, en la sesión de audiencia del treinta y uno de 

enero del año dos mil doce, el representante del Ministerio Público retiró 

acusación a favor de la acusada en mención en el extremo del delito de 

Usurpación de Funciones -ejercer funciones correspondientes diferente al cargo 

que se tiene-; y, habiéndose verificado que la participación de la acusada Rosa 

Gaby Martínez Mata no estaba destinada a usurpar funciones de sus co 

acusados Barazorda Herrera y Arie Morales de conformidad con lo solicitado 

por el representante del Ministerio Público corresponde el sobreseimiento de la 

de la causa en este extremo. 
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XI.  DETERMINACIÓN DE LA PENA 
Pena Privativa de la libertad 

Determinada la responsabilidad de los acusados Gilbert Antony 

Barazorda Herrera y Eduardo Esteban Arie Morales, en calidad de 

autores y, Rosa Gaby Martínez Mata, en calidad de cómplice primario 

por los hechos que han configurado el delito Contra la Administración 

Pública en la modalidad de Peculado, corresponde determinar o 

individualizar la consecuencia penal, es decir, la pena como enseña 

Ziffer: “…La pena es la reacción frente a un quebrantamiento de la norma, 

reacción que resulta siempre a consta del responsable de ese quebrantamiento 

de la norma, reacción que resulta siempre a costa del responsable de ese 

quebrantamiento, lo cual, en ese contexto, implica siempre una injerencia en 

algún bien. La individualización de la pena es el acto por el cual Juez pondera 

la infracción a la norma y la transforma en una medida de pena determinada. 

La magnitud de la pena es siempre expresión de la ponderación del ilícito 

culpable; no es otra cosa que la cuantificación de la culpabilidad…”.(32)   

 

Bajo el título “Los fines de la pena desde una perspectiva constitucional”, en 

la sentencia recaída en el expediente 0019-2005-PI/TC33 el Tribunal 

Constitucional tuvo ocasión de pronunciarse y decir que: 

 

                                                             

(32) ROXIN CLAUD, ZIFFER, Patricia S. et al. DETERMINACIÓN JUDICIAL DE LA PENA 
Editores del Puerto, Buenos Aires, Página 90 y siguiente. 
(33) Demanda de Inconstitucionalidad interpuesta por más de 25% del número legal de 
miembros del Congreso de la República contra la Ley N° 28568, CUYO Artículo Único 
modifica el artículo 47° del Código penal (fundamentos 37, 38, 40 y 41)   
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“…ya [se] ha descartado que se conciba a la retribución absoluta como el fin de 

la pena. Ello, desde luego, no significa que se desconozca que toda sanción 

punitiva lleva consigo un elemento retributivo. Lo que ocurre es que la 

pretensión de que ésta agote toda su virtualidad en generar un mal en el 

penado, convierte a éste en objeto de la política criminal del Estado, negando su 

condición de persona humana, y, consecuentemente, incurriendo en un acto tal 

o más execrable que la propia conducta del delincuente. 

 

Sin embargo, las teorías preventivas, tanto la especial como la general, gozan 

de protección constitucional directa, en tanto y en cuanto, según se verá, sus 

objetivos resultan acordes con el principio-derecho de dignidad, y con la doble 

dimensión de los derecho fundamentales; siendo por consiguiente, el mejor 

medio de represión del delito, el cual ha reconocido por el Constituyente como 

una mal generado contra bienes que resultan particularmente trascendentes 

para garantizar las mínimas condiciones de una convivencia armónica en una 

sociedad democrática. (…) 

 

En consecuencia, las penas, es especial la privativa de libertad, por estar 

orientadas a evitar la comisión del delito, operan como garantía institucional 

de las libertades y la convivencia armónica a favor del bienestar general. Dicha 

finalidad la logra mediante distintos mecanismos que deben ser evaluados en 

conjuntos de manera ponderada. 

 

En primer lugar, en el plano abstracto, con la tipificación de la conducta 

delictiva y de la respectiva pena, se amenaza con infligir un mal si se incurren 
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la conducta antijurídica (prevención general en si vertiente negativa). En 

segundo término, desde la perspectiva de su imposición, se renueva la 

confianza de la ciudadanía en el orden constitucional, al convertir una mera 

esperanza en la absoluta certeza de que uno de los deberes primordiales del 

Estado consiste en (…) proteger a la población de las amenazas contra su 

seguridad}; y promover el bienestar general que se fundamenta en la justicia 

(…) (artículo 44° de la Constitución), se materializa con la sanción del delito 

(prevención especial en su vertiente positiva); con la consecuente vigencia 

efectiva del derecho fundamental a la seguridad personal en su dimensión 

objetiva (inciso 24 del artículo 2° de la Constitución). 

 

Asimismo, la grave limitación de la libertad personal que supone la pena 

privativa de libertad, y su quantum específico, son el primer efecto reeducador 

en el delincuente, quien internaliza la seriedad de su conducta delictiva, e 

inicia su proceso de desmotivación hacia la reincidencia (prevención especial de 

efecto inmediato). Finalmente, en el plano de la ejecución de la pena ésta debe 

orientarse a la plena rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad 

(prevención especial de efecto mediato, prevista expresamente en el inciso 22 

del artículo 139° de la Constitución). 

 

Es preciso destacar, sin embargo, que ninguna de las finalidades 

preventivas de la pena podría justificar que exceda la medida de la 

culpabilidad en el agente, la cual es determinada por el Juez penal a la 

luz de la personalidad del autor y del mayor o menor daño causado con 

su acción a los bienes de relevancia constitucional protegida…” 
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La vigencia del principio de culpabilidad impide que la pena – en 

cuanto a su naturaleza y medida – pueda ser establecida sólo por 

criterios preventivos, sean éstos de tipo especial o general (positiva o 

negativa). En principio ha de fundamentarse en el grado de injusto y de 

culpabilidad como conceptos cuantificables a efecto de determinar la 

pena concreta a ser aplicada a cada procesado de acuerdo a sus 

circunstancias específicas y únicas con respecto de los otros y según las 

pautas normativas. Este es el punto de partida que servirá de base 

sobre la cual deberá tenerse en cuenta la finalidad preventiva de la 

pena –según el esquema político criminal en que se sustenta nuestro 

ordenamiento penal- a efecto de determinar la justa pena; tal finalidad 

hará posible disminuir la pena que resulta de la graduación del injusto 

y la culpabilidad o determinar la forma de su cumplimiento (en caso de 

privación de la libertad) pero nunca aumentarla o hacerla más gravosa; 

el principio de proporcionalidad –consagrado en el artículo VIII del 

Título Preliminar del Código Penal –lo impide, pues de acuerdo con el 

artículo 1° de la Constitución Política del Estado: “La defensa de la 

persona humana y el respeto de su dignidad es el fin supremo de la sociedad y 

del Estado”. 

Resumimos estos principios, en el proceso de determinar la pena 

básica, es necesario tener presente: 

 
PENA BÁSICA 

Tipo Penal 
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En los acápites referidos a la fundamentación jurídica se ha establecido 

que el tipo penal a ser aplicado a los hechos es el contenido en el 

artículo 387° primer párrafo del Código Sustantivo en que se sanciona a 

la Peculado con pena privativa de libertad no menor de dos ni mayor 

de ocho años. 

 
Pena Concreta 

A lo anterior sigue la determinación de la pena concreta de acuerdo a 

los criterios contenidos en los artículos 45° y 46° del Código Penal. 

 

La labor judicial ene esta fase de determinación de la consecuencia 

jurídico penal del hecho consiste en “crear” y aplicar la norma concreta 

al caso en particular –y no a otro- debe aplicarse; como señala el 

profesor Marcial Rubio: “(…) En las sentencias respectivas, los tribunales 

toman en cuenta todos estos elementos fácticos, los ponderan y obtienen, con 

ello, una respuesta final para el caso que es la que se refleja en la sentencia. Por 

lo tanto, efectivamente el juez realizará una labor creadora al ejercer su 

función de concretización de la norma”(34) 

 

En su requisitoria oral el señor Fiscal Superior solicitó que se imponga a 

los autores ocho años de pena privativa de libertad, seis años a la 

cómplice primario,  tres años de inhabilitación para cada uno de los 

acusados y, modificó el monto de la Reparación Civil a CIENTO 

                                                             

(34) RUBIO CORREA, Marcial – El Sistema Jurídico – Introducción al Derecho, Fondo Editorial 
PUCP 1987, Página 170. 
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TREINTA MIL NUEVOS SOLES adicionando a la suma solicitada 

correspondiente solo a la Restitución del bien. 

 

Fundamentación de la pena según el artículo 45° del Código Penal  

 Según esta norma “El Juez, al momento de fundamentar y determinar la 

pena, deberá tener en cuenta: 1.- Las carencias sociales que hubiere sufrido el 

agente. 2.- Su cultura y sus costumbres; y, 3.- Los intereses de la víctima, de 

su familiar o de las personas que de ella dependen.” 

 

La fundamentación de la pena según las pautas del artículo 46° del 

Código Penal 

Las circunstancias que se tienen en cuenta para la determinación de la 

pena, de acuerdo con las pautas establecidas en el artículo 46° del 

Código Sustantivo, en concordancia con el artículo 45°, son como sigue: 

 
Los autores, como personas con grado de instrucción superior, es decir, 

como agentes sin limitaciones o carencias sociales o económicas 

influyentes o determinantes en la compresión de su conducta, las 

consecuencias de ésta y sus móviles, tenían experiencia en el ejercicio 

de sus funciones como Director y Jefe de Finanzas de la EDACI, por 

ello conocían además que actos debían de realizar para desempeñarse 

en sus funciones. Entonces, en esas condiciones personales se debe 

situar el ámbito de acción, es decir, su naturaleza y medios empleados; 

sobre lo primero ha de considerarse que no se trata de actos cualquiera, 

sino de actos totalmente ilícitos donde los acusados desviaron el dinero 

captado por la EDACI para apropiarse del mismo; de igual modo, con 
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respecto a los medios empleados se advierte que los autores se valieron 

de sus conocimientos laborales y profesionales para ordenar a su co 

acusada Rosa Gaby Martínez Mata para captar dinero de la EDACI y 

apropiarse del mismo bajo la creación de un nuevo “procedimiento” de 

cobranza que vulneraba todas las pautas establecidas en sus 

reglamento de funciones. 

 

Ahora bien, con respecto a lo antes mencionado la determinación de la 

pena no se agota en establecer el grado de injusto, sino fijar, como ya se 

dijo, el grado de culpabilidad y la consiguiente pena proporcional 

dentro del rango relevante previsto. En el presente caso, abona  a favor 

de los acusados su carencia de antecedentes penales(35) y la inexistencia 

de circunstancias personales y de conducta procesal que forzasen e 

hicieres necesario imponer una pena elevada.  

 
Pena de inhabilitación 

  
El señor Fiscal Superior solicitó imponer a los procesados tres años de 

inhabilitación. 

 
Artículo 36° - Inhabilitación – Efectos  

 
La inhabilitación producirá, según disponga la sentencia: 
 
1. Privación de la función, cargo o comisión que ejercía el condenado aunque 

provenga de elección popular. 

                                                             

(35) Certificados obrantes a folios 1024, 1025 y 1026 
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2. Incapacidad para obtener mandato, cargo, empleo o comisión de carácter 
público.  

 
En Acuerdo Plenario N° 2-2008/CJ-116 del dieciocho de julio del año 

dos mil ocho la Corte Suprema de la República ha establecido que: 

 
8°. El artículo 36° del Código Penal señala taxativamente los derechos que 

pueden ser objeto de la pena de inhabilitación. Comprende hasta ocho ámbitos 

precisos y corresponde a los tipos delictivos identificarlos. Sin embargo, en el 

caso del artículo 39° del Código Penal será el órgano jurisdiccional el que defina 

los derechos objeto de afectación punitiva, pero siempre dentro del catálogo 

establecido por el citado artículo 36°.  

 
En la relación de derechos afectados, algunos tienen un carácter genérico y 

otros, en cambio, requieren de una precisión judicial. Los incisos 3), 4) y 8) del 

artículo 36° del Código Penal, por ejemplo, demandan del juez que, 

motivadamente, identifique los derechos comprendidos por la inhabilitación. A 

este efecto es de tener en cuenta, desde una perspectiva preventivo especial, que 

la pena debe quedar vinculada al oficio o cargo de los cuales el sujeto se ha 

valido o podría valerse en el futuro para cometer el delito. En consecuencia, 

pues, el derecho comprendido por la inhabilitación ha de estar claramente 

relacionado con el delito cometido por el penado. Por tal razón, la motivación 

exigida debe abarcar, entre otras cuestiones, la conexión que se da entre el 

delito cometido y el ejercicio del derecho afectado mediante dicha pena. 

 

4. Exigencias procesales para la imposición de la pena de inhabilitación.  
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11°. El artículo 92°.4 de la Ley Orgánica del Ministerio Público en 

concordancia con el artículo 225°.3 del Código de Procedimientos Penales 

establece que el escrito de acusación debe contener la proposición de la pena que 

fuera aplicable y su duración. De igual manera, el artículo 273° del aludido 

Código prescribe que la acusación oral del Fiscal concluirá pidiendo la pena que 

juzgue legal. Es evidente, por lo demás, que el Tribunal en el ejercicio de su 

poder de control de legalidad de los actos postulatorios del Ministerio Público 

está autorizado a cuidar que los pedidos de pena se enmarquen dentro de las 

estipulaciones o marcos de la Ley, específicamente en orden al tiempo de 

duración y a la precisión de los derechos objeto de privación, incapacitación o 

suspensión de la pena de inhabilitación.  

 

Por otro lado, el artículo 285° de la Ley procesal penal estatuye que la sentencia 

condenatoria, entre otros elementos que la configuran, debe imponer la pena 

principal que debe sufrir el reo, la fecha que ésta comienza a contarse, el día de 

su vencimiento, y las penas accesorias.  

 

La necesidad de que la acusación comprenda el pedido de pena que el Fiscal 

considere legal, en principio, no vincula la posición del Tribunal. Se trata de 

una propuesta de sanción que el Tribunal valorará conforme a la garantía 

penal, de legalidad de las penas, en cuya virtud, según prevé el artículo II del 

Título Preliminar del Código Penal en concordancia con el artículo 2°.24.e) de 

la Constitución, la pena objeto de sanción será exclusivamente la establecida en 

la ley. Es ésta la que fija la pena aplicable una vez que se han precisado los 

distintos elementos que la determinan. 
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Conforme a esto, estando al ámbito y circunstancias en que los hechos 

se dieron y las condiciones personales de los procesados –Funcionarios 

Públicos- esta sala determina que la inhabilitación solicitada producirá 

los efectos de los incisos uno y dos. 

 
X.  DE LA REPARACIÓN CIVIL 

 
Reparación civil 
 
Establecen los artículos 92 y 93 del Código Penal establecen que: “La 

reparación civil se determina conjuntamente con la pena”; y, 2. La 

indemnización de los daños y perjuicios“. 

 

En acuerdo plenario N° 6-2006/CJ-116 del trece de octubre del año dos 

mil seis, la Corte Suprema de Justicia de la República ha establecido: 

 
“6. El proceso penal nacional, regulado por el Código de Procedimientos Penales, 

acumula obligatoriamente la pretensión penal y la pretensión civil. El objeto del 

proceso penal, entonces, es doble: el penal y el civil. Así lo dispone categóricamente 

el artículo 92° del Código Penal, y su satisfacción, más allá del interés de la víctima 

–que no ostenta la titularidad del derecho de penar, pero tiene el derecho a ser 

reparada por los daños y perjuicios que produzca la comisión del delito-, debe ser 

instado por el Ministerio Público, tal como prevé el artículo 1° de su Ley Orgánica. 

El objeto civil se rige por los artículos 54° al 58, 225°.4, 227° y 285° del Código de 

Procedimientos Penales y los artículos 92° al 101° del Código Penal –este último 

precepto remite, en lo pertinente, a la disposiciones del Código Civil-. A partir de 

esas normas, nuestro proceso penal cumple con una de sus funciones primordiales: 
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la protección de la víctima y aseguramiento de la reparación de los derechos 

afectados por la comisión del delito, en cuya virtud garantiza “...la satisfacción de 

intereses que el Estado no puede dejar sin protección” (ASENCIO MELLADO, JOSÉ 

MARÍA: Derecho Procesal Penal, Editorial Tirant lo Blanch, Valencia, 2004, página 

27). 

 
7. La reparación civil, que legalmente define el ámbito del objeto civil del proceso 

penal y está regulada por el artículo 93° del Código Penal, desde luego, presenta 

elementos diferenciadores de la sanción penal; existen notas propias, finalidades y 

criterios de imputación distintos entre responsabilidad penal y responsabilidad 

civil, aún cuando comparten un mismo presupuesto: el acto ilícito causado por un 

hecho antijurídico, a partir del cual surgen las diferencias respecto de su regulación 

jurídica y contenido entre el ilícito penal y el ilícito civil. Así las cosas, se tiene que 

el fundamento de la responsabilidad civil, que origina la obligación de reparar, es la 

existencia de un daño civil causado por un ilícito penal, el que obviamente no 

puede identificarse con ‘ofensa penal’ –lesión o puesta en peligro de un jurídico 

protegido, cuya base se encuentra en la culpabilidad del agente- [la causa 

inmediata de la responsabilidad penal y la civil ex delicto, infracción /daño, es 

distinta]; el resultado dañoso y el objeto sobre el que recae la lesión son distintos. 

  
8. Desde esta perspectiva el daño civil debe entenderse como aquellos efectos 

negativos que derivan de la lesión de un interés protegido, lesión que puede 

originar consecuencias patrimoniales y no patrimoniales. Una concreta conducta 

puede ocasionar tanto (1) daños patrimoniales, que consisten en la lesión de 

derechos de naturaleza económica, que debe ser reparada, radicada en la 

disminución de la esfera patrimonial del dañado y en el no incremento en el 

patrimonio del dañado o ganancia patrimonial neta dejada de percibir –menoscabo 
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patrimonial-; cuanto (2) daños no patrimoniales, circunscrita a la lesión de 

derechos o legítimos intereses existenciales –no patrimoniales- tanto de las 

personas naturales como de las personas jurídicas –se afectan, como acota 

ALASTUEY DOBÓN, bienes inmateriales del perjudicado, que no tienen reflejo 

patrimonial alguno- (Conforme: ESPINOZA ESPINOZA, JUAN: Derecho de la 

responsabilidad civil, Gaceta Jurídica, 2002, páginas157/159).” 

 
Bajo el término “reparación civil” nuestro ordenamiento penal se refiere 

tanto a la “restitución” como “indemnización”. La primera de tales formas 

constituye la reparación por antonomasias, in natura, la que se constituye 

por la devolución del bien, la rectificación por el honor y la reputación 

afectada, entre otros. La indemnización, en ocasiones como complemento, 

en ocasiones como sustitución insatisfacción o impracticable, constituye la 

forma de componer el perjuicio económico, la disminución del patrimonio 

e inclusive la compensación por daños que no pueden ser estimados ni 

valorados en dinero. 

 
Habiéndose demostrado durante el trámite de la presente causa, que con la 

conducta desplegada por los ahora acusados de impedir el ingreso al erario 

nacional del dinero captado por concepto del curso de Instrucción en Tierra 

se causó perjuicio económico al Estado, el Colegiado considera que en el 

caso materia de autos cabe disponer su restitución in especias y por ello la 

cuantificación de la indemnización, no es nada simple, si se tiene en cuenta 

que este tipo de daño (que trasciende al propio Estado y afecta a la 

sociedad en general por tratarse del erario nacional) los parámetros no 

están plenamente establecidos; no obstante, el monto de la indemnización 

debe ser estimado prudencialmente. La prudencia, que, entre otros, tiene 
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por significado la cautela y la precaución, viene a significar que ante un 

tipo de daño de gran magnitud, pero respecto al cual no se dan las pautas 

precisas de estimación y que tiene que ser reparado, la cuantificación debe 

ser tal que se tenga la seguridad de que no llegue a tener efectos 

confiscatorios, es decir, desproporcionada en exceso. La Sala, por 

consiguiente, considera que el monto solicitado por el Ministerio Público 

modificado en la Sesión número once del treinta y uno de enero último así 

como la pretensión insertada por la Parte Civil, se adecua al daño causado 

según el principio de restitutio inintegrum, por lo que será fijado dentro de 

los límites que la naturaleza del daño extra patrimonial permite; asimismo, 

en lo que respecta a la restitución se va a tener como base la suma 

establecida en la pericia contable debatida en juicio oral.     

 
 
DECISIÓN 

Por estos fundamentos en aplicación de lo dispuesto en los artículos IV, V, 

VII, VIII, IX, del Título Preliminar del Código Penal, Art. 36°, incs. 1 y 2, 57°, 

58°, 92°, 93, 95°, 387° primer párrafo, 426° del mismo cuerpo normativo, así 

como de los artículos 285° y el segundo párrafo, inc. “A” del Art. 220° del 

Código de Procedimientos Penales. La PRIMERA SALA PENAL 

LIQUIDADORA DE LA CORTE SUPERIOR JUSTICIA DE LIMA, 

Administrando Justicia a nombre de la Nación y en uso de las atribuciones 

que le confiere la Constitución y las leyes; 

XIII.  FALLA: 

Primero: SOBRESEERON  a ROSA GABY MARTINEZ MATA, cuyas 

generales de Ley obran en la parte expositiva de la presente sentencia, 
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los cargos formulados en su contra por delito contra la Administración 

Pública –Usurpación de Funciones -ejercer funciones correspondiente a 

cargo diferente a que se tiene-  en agravio del Estado –Escuela de 

Aviación Civil de la Fuerza Aérea del Perú-: 

Segundo: CONDENANDO a GILBERT ANTONY BARAZORDA 

HERRERA, a EDUARDO ESTEBAN ARIE MORALES y a ROSA 

GABY MARTINEZ MATA, cuyas generales de Ley obran en la parte 

expositiva de la presente sentencia, como autores, los dos primeros y, 

como cómplice primario respectivamente, del delito Contra la 

Administración Pública en la modalidad de Peculado, en agravio del 

Estado –Escuela de Aviación Civil de la Fuerza Aérea del Perú-, y como 

tal se les impone a los dos primeros: CUATRO AÑOS DE PENA 

PRIVATIVA DE LIBERTAD y,  a la última mencionada: TRES AÑOS 

DE PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD, cuya ejecución se 

suspende por el término de prueba de TRES AÑOS a los dos primeros 

y DOS AÑOS respectivamente, bajo las siguientes reglas de conducta: 

a) No variar de domicilio sin previo aviso del Juez de la causa, b) 

concurrir cada vez que sean convocados por la autoridad judicial; y, c) 

el pago de la reparación civil. bajo apercibimiento de aplicarse lo 

dispuesto por el artículo 59° del Código Penal(36), en caso de 

incumplimiento de las reglas de conducta impuestas. 

                                                             

(36) “Si durante el período de suspensión el condenado no cumpliera con las reglas de conducta 

impuestas o fuera condenado por otro delito, el Juez podrá, según los casos: 1. Amonestar al 

infractor; 2. Prorrogar el período de suspensión hasta la mitad del plazo inicialmente  fijado. 
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Tercero: Asimismo a cada uno de los sentenciados se les impone  TRES  

AÑOS DE PENA DE INHABILITACIÓN, de conformidad con los 

incisos 1 y 2 del artículo 36° de la misma norma legal. 

Cuarto: FIJARON la suma de CIENTO TREINTA MIL NUEVOS 

SOLES por concepto de reparación civil que en forma solidaria 

deberán abonar los sentenciados a favor del Estado, sin perjuicio de 

restituir en moneda nacional equivalente a la fecha de pago, la suma de 

VEINTICUATRO MIL OCHOCIENTOS TREINTA DOLARES 

AMERICANOS CON VEINTINUEVE CENTAVO DE DÓLAR. 

III. MANDARON: Que, consentida o ejecutoriada que sea la presente 

sentencia por Secretaría se cursen los oficios para su inscripción por las 

autoridades competentes, con aviso del Juez de la causa, asimismo, se 

de cumplimiento a lo establecido por la Corte Suprema de Justicia de la 

República en Acuerdo Plenario N° 02-2008/CJ-116 fundamentos 15 y 16, 

y 10-2009/CJ-116, fundamento 9, en los que corresponda. 

S.S. 

_______________________                              _____________________________ 
       Inés Tello de Ñecco                                Marco Antonio Lizárraga Rebaza 
               Presidente                                                                Juez Superior 
                                        ___________________________ 
                                            Juana Estela Tejada Segura 
                                                 Juez Superior y D.D. 

                                                                                                                                

En ningún caso la prórroga acumulada excederá de tres años; o 3. Revocar la suspensión de la 

pena.” 


